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Prólogo 



La idea del presente trabajo nació con el objetivo general de estudiar y analizar la responsabilidad jurídica en el ámbito de la docencia, viendo los distintos tipos de responsabilidad, los sujetos imputables y responsables, los fundamentos jurídicos generales y los específicos aplicables a cada caso, con remisión a la jurisprudencia correspondiente en cada uno de los supuestos estudiados.

Se intenta con ello que todas las personas e instituciones, así como los centros educativos relacionados con la enseñanza, y de forma muy especial el profesorado, tengan un marco de referencia en el que puedan encontrar respuesta a las cuestiones de responsabilidad jurídica que se les plantean en el desarrollo de su actividad docente o en la asunción de sus funciones.

Se ha pretendido, a la vez, elaborar un documento que puede ser útil, y servir como instrumento para la mejora de la convivencia en los centros y, en definitiva, de la calidad de la enseñanza.

El trabajo está estructurado en cinco apartados generales:

El primero de ellos, la introducción, está dedicado a esclarecer el concepto de responsabilidad jurídica y a determinar los distintos tipos de responsabilidad jurídica docente. La responsabilidad jurídica abarca, de una forma o de otra, a todos los participantes en el proceso educativo, y se configura como la obligación a la que deben hacer frente cada uno de ellos derivada de sus actos u omisiones, o de los de las personas por las que se ha de responder.

Exige una serie de requisitos objetivos como son la existencia de un acto u omisión imputables, un ilícito y un daño que el perjudicado no tenga el deber jurídico de soportar; como requisitos subjetivos tenemos la imputabilidad y, en su caso, el dolo, la culpa o imprudencia, si la responsabilidad no es de carácter objetivo.

Se ha centrado el estudio de la responsabilidad jurídica docente en tres tipos generales:


	
- La responsabilidad civil, de carácter patrimonial, como la obligación de reparar el daño causado a otro, por los actos u omisiones propios, interviniendo culpa o negligencia, así como por los de aquellas personas de las que se ha de responder, conforme a los preceptos del Código Civil (CC) o a la responsabilidad civil derivada de la comisión de un hecho delictivo. 

	
- La responsabilidad penal, exigible como consecuencia de la vulneración de un deber de conducta impuesto por el Derecho Penal. 

	
- La responsabilidad administrativa, que hace referencia a las obligaciones que un sujeto de derecho tiene o contrae en base a las leyes o al ordenamiento administrativo. 



Atendiendo a que la responsabilidad civil o patrimonial se puede imputar, según los casos, no sólo como consecuencia de conductas propias, sino también ajenas (de las personas por las que se ha de responder), ésta puede ser: directa, indirecta, subjetiva o culposa, objetiva, individual, solidaria, subsidiaria...

El siguiente apartado tiene por objeto el estudio de la responsabilidad civil o patrimonial, analizando la naturaleza de dicha responsabilidad y los fundamentos jurídicos generales y específicos de la responsabilidad de cada una de las personas y/o instituciones relacionadas con la enseñanza o la docencia: la Administración, el profesorado, los alumnos, los padres y las compañías aseguradoras. Todo ello acompañado del estudio y el análisis de la correspondiente jurisprudencia y de los aspectos de procedimiento generales.

La responsabilidad civil tiene carácter patrimonial y sus fundamentos jurídicos hemos de buscarlos en el Código Civil (leyes, contratos) o en el Código Penal (CP) en el caso de la responsabilidad civil derivada del hecho delictivo. La responsabilidad civil en el ámbito de la docencia o enseñanza abarca a todos los integrantes de la comunidad educativa, incluidos los padres, y además a las posibles compañías aseguradoras. Tras la Ley 1/1991, de 7 de enero, de modificación del Código Civil y Código Penal en materia de responsabilidad civil del profesorado, y la promulgación de la Ley 30/1992, LRJAP, se produjo un cambio en el sujeto de imputación y la responsabilidad pasó a ser del titular del Centro.

En los centros públicos viene regulada por el art. 139 de la LRJAP como el derecho que tienen los particulares a ser indemnizados por las Administraciones Públicas de toda lesión que sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. Es, por lo tanto, una responsabilidad de carácter objetivo, en la que se exige un nexo causal entre la actividad escolar o docente y el daño causado. Las únicas causas de exoneración son el caso de fuerza mayor, la culpa exclusiva de la víctima o la intervención de un tercero.

Además de objetiva es directa, a tenor de lo dispuesto en el art. 145.1 de la LRJAP, ya que los particulares se la exigirán directamente a la Administración. Cuando se trate de la responsabilidad civil derivada de un hecho delictivo, la Administración responde, ex art. 121 CP, subsidiariamente. El orden jurisdiccional competente es el contencioso-administrativo.

El profesorado de los centros públicos responde, a su vez, en vía de regreso, ya que la Administración, según lo dispuesto en el art. 145.2 de la LRJAP, ejerce la acción de repetición y les exigirá de oficio la responsabilidad en la que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, generalmente culpa in vigilando, previa instrucción del correspondiente procedimiento. Evidentemente responderán también por actos propios ex art. 1902 CC.

En los centros privados la responsabilidad viene regulada en los art. 1902, 1903 y 1904 CC. Según el art. 1903 del Código Civil las personas o entidades que sean titulares de un centro de enseñanza no superior responderán por los daños que causen sus alumnos menores de edad durante los periodos de tiempo que se hallen bajo el control y vigilancia del profesorado desarrollando actividades escolares, extraescolares o complementarias. Es necesaria la existencia de un nexo causal entre el daño causado por el alumno y la conducta culpable del titular del centro y/o del profesorado. Su responsabilidad cesará cuando prueben que emplearon toda la diligencia debida en la prevención del daño. Además serán también causas de exoneración el caso de fuerza mayor, el caso fortuito, la culpa exclusiva de la víctima o la intervención de un tercero. La responsabilidad, en este caso, es formalmente de carácter subjetivo, ya que responden por culpa, aunque en la práctica tenga también un cierto componente objetivo, dada la dificultad de probar toda la diligencia debida.

Según lo dispuesto en el art. 61.3 de la L. O. 5/2000, LORPM (sobre Responsabilidad Penal de los Menores), la responsabilidad de los padres, los tutores, los acogedores y guardadores legales o de hecho, por un acto dañoso del menor constitutivo de delito o falta es subsidiaria, de carácter objetivo y equitativa.

A tenor de lo dispuesto en el art. 1904 CC, el titular del centro, una vez satisfecha la indemnización, podrá exigir de los profesores las cantidades satisfechas si éstos hubieran incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones que fuesen causa del daño. También responden ex art. 1902 CC por actos propios.

La exigencia de responsabilidad civil a los alumnos sólo podría ser por actos propios, siempre que les sean imputables conforme al art. 1902 CC, es decir, que tengan conciencia y capacidad de valoración en cuanto al entendimiento, y que tengan capacidad de querer y libertad en cuanto al obrar. Si, como es lo normal, la demanda se dirige contra el titular del centro, los alumnos culpables, en opinión de una parte significativa de la doctrina (Atienza Navarro, por ejemplo), a mi juicio acertada, deberían responder también en vía de regreso.

Los alumnos también responden de los daños causados al centro según lo dispuesto en el art. 44.1, en correlación con el art. 48, del R. D. 732/1995, de Derechos y Deberes de los Alumnos y las Normas de Convivencia en los Centros, y según lo establecido, a su vez, en el art. 19.1 del Decreto 15/2007, marco regulador de la convivencia en los centros de la Comunidad de Madrid. La responsabilidad civil derivada de un hecho delictivo cometido por un menor obliga a la reparación de los daños civiles conforme a lo dispuesto en el art. 61.3 LORPM, ya visto antes.

Respecto a la responsabilidad civil de los padres de los alumnos, la doctrina se plantea la posibilidad de exigirla ex art. 1903.2 CC: los padres son responsables de los daños causados por los hijos que se encuentran bajo su guarda, en cuyo caso habría presunción de culpa en correlación con lo dispuesto en el art. 1903.6 CC sobre el empleo de toda la diligencia debida en la prevención del daño; o hacerlo ex art. 1902 CC: el que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado, en cuyo supuesto habría que probar la culpa.

En todo caso, y por lo que se refiere al ámbito docente, la jurisprudencia mantiene, como regla general, la necesidad de un nexo causal entre la conducta dolosa o negligente de los padres respecto de la educación de sus hijos y el hecho dañoso producido por éstos. Y además aboga normalmente, aunque no siempre, por la exclusividad de la responsabilidad de aquél bajo cuya guarda y custodia estén, ateniéndose fundamentalmente a criterios de delimitación material y espacio-temporal. La responsabilidad de los padres por los daños producidos por sus hijos en las instalaciones, material y pertenencias del personal del centro se fundamenta asimismo, por un lado, en el art. 44.1 del R. D. 732/1995, de 5 de mayo, y por otro, en art. 19 del citado decreto 15/2007, de 19 de abril (Comunidad de Madrid).

Como ya vimos también antes, el art. 61.3 LORPM responsabiliza solidariamente a los padres respecto de la responsabilidad civil derivada de los hechos delictivos cometidos por los hijos menores de 18 años. Se sustancia en pieza separada.

Finalmente, también pueden responder las compañías aseguradoras de acuerdo con la Ley 50/1980, de 8 de octubre, Ley de Contrato de Seguro, y con la póliza suscrita. El art. 73 de dicha ley establece la obligación del asegurador de cubrir el riesgo nacido a cargo del asegurado y de indemnizar a un tercero de los daños y perjuicios causados por un hecho previsto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado.

Según lo dispuesto en el art. 63 LORPM, responderán igualmente cuando hubiesen asumido las responsabilidades pecuniarias derivadas de los actos de los menores a los que se refiere dicha ley. La compañía aseguradora responde civilmente en los mismos términos que lo haría el asegurado, por eso habrá que tener en cuenta las causas de exoneración vistas. Y otra cosa importante: responde directamente, asegurando la indemnización del hecho dañoso, y no indirectamente y por culpa. Como es lógico y equitativo, también disponen de la acción de repetición contra las personas que corresponda por contribución con su culpa al daño causado.

Por lo que se refiere a los procedimientos en el caso de responsabilidad patrimonial de la Administración, señalar que existe un procedimiento general: art. 4 al 13 del Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas en Materia de Responsabilidad Patrimonial, R. D. 429/1993, de 26 de marzo, y art. 68 y ss. de la LRJAP; y un procedimiento abreviado: art. 14 al 17 de dicho Real Decreto y art. 143 de la LRJAP.

El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas se regula en los art. 19 al 21 del Decreto citado anteriormente.

En el tercer apartado se ha estudiado la responsabilidad penal, viendo también en este caso cuál es su naturaleza y sus fundamentos jurídicos generales y específicos. El trabajo se ha centrado fundamentalmente en el estudio de la responsabilidad penal del profesorado y de los alumnos, diferenciados éstos en sus tres tramos de edad: menores de 14 años (responsabilidad y protección de dichos menores), mayores de 14 años y menores de 18, y mayores de 18 años o adultos.

La responsabilidad penal tiene carácter personal y sus fundamentos jurídicos los encontramos en el Código Penal, la Ley Orgánica 5/2000, de Responsabilidad Penal del Menor, la L. O. 1/1996, de Protección Jurídica del Menor, y en las demás leyes especiales.

Las infracciones penales, delitos y faltas se definen en el art. 10 CP. Tanto en el Derecho Penal de adultos como en el de los menores deben estar tipificadas y consistirán en acciones u omisiones dolosas o imprudentes penadas por la Ley. Se considera criminalmente responsables tanto a los autores como a los cómplices. Las penas y las sanciones deben estar también predeterminadas en el correspondiente ordenamiento penal aplicable. Para la prescripción hay que atenerse a lo dispuesto en los preceptos correspondientes de los distintos ordenamientos penales.

En la responsabilidad penal cabría distinguir los siguientes tramos en función de la edad y de la posibilidad de imputación:


	
- El primero corresponde a los mayores de 18 años, a los que les son aplicables los preceptos del Código Penal. 

	
- El segundo corresponde a las personas mayores de 14 años y menores de 18, a quienes les es aplicable la normativa especifica establecida en la L. O. 5/2000, de 12 de enero, Ley Orgánica de Responsabilidad Penal del Menor. 

	
- El tercero y último corresponde a los menores de 14 años, a los que se les aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil, Libro I, Título VII, art. 154 al 180 y demás disposiciones vigentes, así como la ya citada L. O. 1/1996 de de Protección Jurídica del Menor. 



Se han reseñado los aspectos generales de la responsabilidad penal de adultos (mayores de 18 años) contemplada en el Código Penal sobre las infracciones penales, las personas criminalmente responsables, las penas, y las cuestiones relativas a la prescripción.

De forma más detallada se ha expuesto todo lo referente a la LORPM en cuanto a:


	
- Los modelos educativos, con especial atención al caracterizado por la adopción de medidas que no sean de carácter represivo, sino preventivo-especiales, encaminadas a la reinserción y teniendo como principio el superior interés del menor. La ley es formalmente penal, pero materialmente sancionadora-educativa. 

	
- Su ámbito de aplicación y de competencias. 

	
- Las medidas sancionadoras-educativas previstas en el art. 7.1 de la LORPM. Medidas privativas de libertad: internamiento en régimen cerrado, internamiento en régimen semiabierto, internamiento en régimen abierto e internamiento terapéutico en régimen cerrado, semiabierto o abierto. Medidas no privativas de libertad: tratamiento ambulatorio, asistencia a un centro de día, permanencia de fin de semana, libertad vigilada, la prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima o con aquellos de sus familiares u otras personas que determine el juez, convivencia con otra persona, familia o grupo educativo, prestaciones en beneficio de la comunidad, amonestación, privación de permisos de conducir y licencias para el uso de armas, la inhabilitación absoluta. 

	
- El procedimiento, con las distintas fases: instrucción del expediente: fase previa y contenido de la instrucción, con las medidas cautelares, en su caso. Fase intermedia: conclusión de la instrucción y remisión del expediente al juez. Fase de audiencia: señalamiento y celebración de la misma. La sentencia y la posible interposición de los recursos correspondientes, en su caso. 

	
- La ejecución de las medidas. 

	
- La sustanciación de la pieza separada de responsabilidad civil derivada del hecho delictivo, a la que ya hemos hecho referencia al hablar de la responsabilidad civil. 



En cuanto a la responsabilidad y protección de los menores de 14 años, la LORPM nos remite al Título VII del Libro I del Código Civil, sobre las relaciones paternofiliales, y a la Ley Orgánica de Protección Jurídica del Menor, cuyas disposiciones se han expuesto detalladamente, dejando constancia de su carácter protector-educador más que sancionador.

En este apartado de responsabilidad penal también se hace referencia explícita a los casos más típicos de responsabilidad penal en el ámbito docente. Se ha analizado la jurisprudencia correspondiente, viendo en cada caso la naturaleza y las características del delito o falta, su tratamiento jurídico, etc., y se ha acompañado su estudio con el comentario de las oportunas sentencias, señalando en cada una de ellas los antecedentes de hecho, los fundamentos de derecho y el fallo.

El cuarto apartado está dedicado al estudio de la responsabilidad administrativa. Al igual que en los apartados precedentes, se ha estudiado su naturaleza y los fundamentos jurídicos generales y específicos. El estudio de este tipo de responsabilidad se ha centrado en la Administración, el profesorado y los alumnos.

La responsabilidad administrativa, en cuanto a su naturaleza, hace referencia a las obligaciones que un sujeto de derecho contrae con fundamento en el ordenamiento jurídico administrativo al que está sometido y que regula su proceder y su conducta. Tiene sus fundamentos jurídicos en las leyes y disposiciones de carácter administrativo, desde la propia Ley 30/1992, Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, hasta las distintas leyes y decretos que regulan los derechos y deberes de la Administración y de los administrados, así como los correspondientes reglamentos disciplinarios.

Haciendo referencia a los distintos sujetos imputables de la misma, diríamos que la Administración en general y las autoridades políticas y administrativas tienen como fundamento de su responsabilidad, en primer lugar, la Constitución Española, garante de los derechos y deberes fundamentales, entre ellos la educación. Este derecho se desarrolla posteriormente en una serie de leyes orgánicas como la L. O. 8/1985, la LODE, y la L. O. 2/2006, la LOE, en las que se regula el derecho a la educación y se establece el plan general a seguir de acuerdo con la política educativa aprobada en el Congreso. La Ley 30/1992, LRJAP, en la que se regula la responsabilidad de la Administración en relación con los administrados, tanto en sus relaciones de derecho público como privado, con especial incidencia, en cuanto al tema que nos ocupa, en lo que se refiere a la exigencia de la misma, art. 145, y a la indemnización, art. 141 de dicha Ley; así como al procedimiento general de los art. 68 y ss. de la LRJAP y de los art. 4 al 13 del R. D. 429/1993, ya citados, y al procedimiento abreviado de los art. 142-143 de la LRJAP y de los art. 14 al 17 del R. D. 429/1993, también citados, para la exigencia de dicha responsabilidad patrimonial. La responsabilidad de las Administraciones Públicas en relaciones de derecho privado se exigirá conforme a lo previsto en el art. 139 LRJAP, tal como establece el art. 141 de la misma norma.

Los centros, sus equipos directivos y el resto del profesorado docente tienen como fundamentos generales de su responsabilidad administrativa también la L. O. 8/1985, la LODE, y la L. O. 2/2006, LOE, ya citadas.

Como fundamentos específicos nos encontramos con el R. D. 82/1996, Reglamento Orgánico de Escuelas de Educación Infantil y de los Colegios de Educación Primaria, y el R. D. 83/1996, Reglamento Orgánico de los IES, en relación con el desarrollo de su labor docente en los centros.

De forma aún más específica, en cuanto a los sujetos indicados, los fundamentos jurídicos se encuentran en la Ley 30/1992, LRJAP, en lo que se refiere al derecho de repetición de la Administración cuando aquéllos hubieran incurrido en responsabilidad por dolo, culpa o negligencia graves, y a la responsabilidad civil derivada del hecho delictivo, que habrá de sustanciarse de acuerdo con la legislación correspondiente.

Otro de los fundamentos específicos más importantes es la Ley 7/2007, del Estatuto Básico del Empleado Público, en cuyos art. 52, 53 y 54 se establecen los deberes, los principios éticos y los principios de conducta aplicables a los docentes en relación con el objeto de la investigación que nos ocupa.

La Ley 7/2007 del Estatuto Básico del Empleado Público, la Ley 30/1984, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, el R. D. 33/1986, Reglamento Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado, y en el caso de la Comunidad de Madrid, la Ley 1/1986, de la Función Pública de la Comunidad de Madrid, conforman (especialmente el Estatuto Básico y el Reglamento Disciplinario) los fundamentos jurídicos en lo referente a los procedimientos sancionadores disciplinarios. En ellos se especifican los tipos de faltas: muy graves, graves y leves; las personas responsables: los funcionarios en activo y los funcionarios en situación distinta, pero en la que administrativamente puedan incurrir en responsabilidad; y la potestad disciplinaria de las Administraciones Públicas para corregir las infracciones del personal a su servicio, de acuerdo con los principios establecidos en el art. 94 de la Ley 7/2007: legalidad y tipicidad, irretroactividad, proporcionalidad, culpabilidad y presunción de inocencia. En estas normativas se concretan también las sanciones disciplinarias: separación del servicio de los funcionarios, despido disciplinario del personal laboral, suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo, traslado forzoso, demérito, apercibimiento, y cualquier otra que establezca la ley. Asimismo se establecen las normas relativas a la prescripción.

Para los procedimientos sancionadores de los funcionarios habremos de atenernos a lo dispuesto en la Ley 7/2007 del Estatuto Básico y al R. D. 33/1986, Reglamento Disciplinario, donde se regula su tramitación detallada conforme a las siguientes fases: ordenación, iniciación, desarrollo y terminación. A su minuciosa prolijidad, expuesta en el trabajo, nos remitimos, así como a la jurisprudencia allí estudiada sobre los casos más comunes.

Por último, los alumnos responden también conforme a los fundamentos jurídicos generales establecidos en la L. O. 8/1985, LODE, y en la L. O. 2/2006, LOE, en cuanto a los derechos y deberes básicos. Los fundamentos específicos los encontramos en el R. D. 732/1995, de Derechos y Deberes de los Alumnos y las Normas de Convivencia en los Centros. Refiriéndonos a los centros propiamente dichos, señalamos el R. D. 82/1996, Reglamento Orgánico de las Escuelas de Educación Infantil y Primaria, y el R. D. 83/1996, Reglamento Orgánico de los Institutos de Enseñanza Secundaria, así como sus respectivos Reglamentos de Régimen Interior.

En el caso de la Comunidad de Madrid se señala también el Decreto 15/2007, marco regulador de la convivencia en los centros docentes de dicha comunidad, que se ha tomado como referente general, y del que se hace un detallado estudio sobre el Plan de Convivencia, las normas de conducta, el RRI y el reglamento disciplinario, señalando en este último los objetivos generales, los tipos de faltas (leves, graves y muy graves), los órganos competentes en cada caso para la imposición de las sanciones, los criterios y circunstancias a tener en cuenta, la especificidad sobre responsabilidad y reparación de daños, y la prescripción.

Para el procedimiento administrativo sancionador de los alumnos se ha tomado también como referencia el Decreto 15/2007, de 19 de abril, de la Comunidad de Madrid, analizando cuáles son los órganos competentes para sancionar los distintos tipos de faltas y los procedimientos a seguir. También se tiene en cuenta el procedimiento ordinario para las faltas leves y para las faltas graves o muy graves cuando, en el caso de estos dos últimos supuestos, sean tan evidentes los hechos y su autoría que se haga innecesario un mayor esclarecimiento, pero respetando siempre la tramitación establecida en el art. 21 de dicho Decreto.

El procedimiento especial, de los art. 22 al 27 del Decreto, se aplica con carácter general para el caso de faltas muy graves. Tiene las siguientes fases, que se explican detalladamente en el trabajo: incoación del expediente y adopción de medidas provisionales, instrucción y resolución del mismo. A esto se añaden las disposiciones generales sobre citación y comunicación de las resoluciones a los interesados y a los padres, si los alumnos son menores de edad, así como las reclamaciones pertinentes ante el director de Área Territorial. Contra la resolución de éste cabe recurso de alzada. Puesta fin a la vía administrativa, se podrá iniciar, en su caso, recurso contencioso-administrativo.

En este apartado se lleva a cabo también un análisis de los correspondientes procedimientos sancionadores, con aporte de la jurisprudencia oportuna sobre los casos más comunes de infracciones, tanto en el ámbito del profesorado como de los alumnos. Al igual que en los otros tipos de responsabilidad, en el análisis de las sentencias se ha seguido el esquema general siguiente: tipo de infracción, antecedentes de hecho, fundamentos de derecho y fallo.

He considerado conveniente hacer una última reflexión sobre el problema del absentismo escolar para dejar constancia de su importancia y de la preocupación que causa en el profesorado y en las instituciones, y del interés que tienen en darle una solución satisfactoria, con implicación de todos los estamentos de la comunidad educativa, incluidos, por supuesto, padres y alumnos.

Se especifican las fases del mismo: prevención, detección y control, y, en su caso, actuación. Se señala cuáles son los órganos y el personal especializado en la prevención y solución del absentismo escolar: la Comunidad de Madrid y el Ayuntamiento; los centros educativos, que intervienen a través de sus diferentes órganos, personal docente y profesores técnicos: el profesor de aula, el profesor tutor, los jefes de Estudios, los directores y los profesores técnicos al servicio de la comunidad; y la Comisión de Absentismo Escolar de Distrito. Finalmente se especifica cuál es el plan de actuación a seguir por cada uno de los organismos y personas, así como la documentación pertinente que se tramita.

En el quinto y último apartado se reflejan las fuentes legales y la bibliografía que ha servido de base para el estudio y realización del trabajo.






La responsabilidad jurídica 



La labor educativa es una actividad muy compleja en la que intervienen un gran número de sujetos e instituciones. Tienen encomendada una misión trascendental y la sociedad espera de cada uno de ellos una respuesta acorde con el cometido que se les ha confiado: es decir, espera que cumplan con su función según la doble acepción del término «responsabilidad». Por un lado como sujetos que tienen impuesta una obligación y, por otro, como personas que actúan como deben en el cumplimiento de la misma.

Según la primera de las acepciones el término «responsabilidad» hace referencia, dentro del ámbito jurídico, a la imputabilidad y a la posibilidad que tiene una persona de ser considerado sujeto de una obligación a la que debe hacer frente. Derivado del término latino respondere (1) , la responsabilidad jurídica implica que se ha de responder o dar cuenta de una obligación. Esta obligación nace o se deriva de un acto o una omisión imputada a un sujeto. Con base en esa imputación, para que se le pueda exigir responsabilidad deben darse una serie de requisitos:


	
1.Requisitos objetivos:
	
a. Un acto u omisión imputables. Deben darse las dos circunstancias: el hecho y su imputabilidad. El haber cometido un acto no implica necesariamente que le sea imputable a su autor, en el sentido de que se le pueda exigir una responsabilidad personal, pues para ello debe tener un grado de madurez y discernimiento suficientes, que le permitan entender y comprender la repercusión social de su conducta. 

	
b. Un ilícito, cuando nos referimos tanto a la responsabilidad contractual como a la extracontractual. 

	
c. Un daño que el perjudicado no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la ley. 





	
2.Requisitos subjetivos:
	
a. Imputabilidad: la posibilidad de atribuir un ilícito a un sujeto capaz de entender y querer, con el suficiente grado de discernimiento como para comprender el valor social de sus actos u omisiones y sus consecuencias. Presupone conciencia y valoración en cuanto al entendimiento, y libertad en cuanto al querer, es decir, aptitud para la culpa y capacidad de responsabilidad. 

	
b. Dolo, culpa o imprudencia, pues sin ellos no hay pena. 

	
c. Imputabilidad objetiva al sujeto, sin necesidad de culpa, en el caso de la responsabilidad objetiva. 







Así entendida, la responsabilidad jurídica extracontractual se determina como la obligación de resarcir o reparar el daño causado por sí, o por otros de los que se es responsable (en el caso de responsabilidad patrimonial), siempre que no haya una causa que excuse de ello, derivada de la imputación objetiva o de la comisión de un ilícito civil (responsabilidad civil), o de un hecho delictivo o una falta (responsabilidad penal). Es el deber de asumir las consecuencias de dichos actos u omisiones. La persona que libre y conscientemente es la causa de un ilícito por acción o por omisión se convierte en imputable, y como tal debe hacer frente a las consecuencias que de ello se deriven. La responsabilidad jurídica es consecuencia, pues, del hecho de haber trasgredido un deber de conducta impuesto por el ordenamiento jurídico.

La segunda de las acepciones apuntada hace referencia a la conducta. Decimos que una determinada persona es responsable cuando su proceder o forma de comportamiento se adecuan a los parámetros que los otros, la sociedad, esperan de ella.





	 (1) 

	Respondere, del verbo latino respondeo, tiene muchas acepciones. La más interesante para el tema que estamos tratando es la que hace referencia a pagar, a hacer frente a una obligación. Así, el responsalis es aquel que responde, el fiador, y el responsum, el responsable, el obligado a responder. La palabra ‘responsabilidad  es de aparición más tardía, y está directamente relacionada con el concepto de deuda, con la obligación de reparar y satisfacer el daño causado como consecuencia de un hecho delictivo, una culpa o por otra causa legal. Muy relacionado con él encontramos también el verbo spondere, de gran relevancia dentro del ámbito jurídico romano por su frecuente uso en muchas fórmulas jurídicas. Tiene el significado de constituirse en fiador, obligándose o comprometiéndose a algo.


	 Ver Texto 







Tipos de responsabilidad jurídica 



La responsabilidad jurídica parte siempre de la imputabilidad, con fundamento en una norma jurídica dada por un organismo externo al sujeto, que tiene carácter coercitivo. Estas normas imponen deberes de conducta a los sujetos: obligaciones (hacer) y prohibiciones (no hacer). Es como la exigencia que la sociedad, a través del derecho, demanda de los distintos sujetos sometidos a una norma jurídica. La sanción sería la respuesta del sistema y del ordenamiento jurídico ante la violación o incumplimiento de la norma.

La responsabilidad jurídica es atribuible a todo sujeto de derecho, tanto a personas naturales como jurídicas, siempre que sean imputables, por el incumplimiento de un deber de conducta exigido por el ordenamiento jurídico. Podemos abordarla desde distintas perspectivas. A los efectos del presente trabajo distinguiremos los siguientes tipos de responsabilidad jurídica:


	
1. Responsabilidad civil. Tiene carácter patrimonial y es la obligación de reparar el daño causado a otro por los actos u omisiones propios, interviniendo culpa o negligencia, así como por los de aquellas personas de las que se ha de responder conforme a los preceptos del Código Civil o a la responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. El que comete un ilícito civil, contractual o extracontractual, contrae la obligación de reparar el daño que ha causado. 

	
2. Responsabilidad penal. Tiene carácter personal y es consecuencia de la vulneración de un deber de conducta impuesto por el Derecho Penal. Se concreta en una pena, en la obligación de afrontar las consecuencias que se derivan de la comisión de un hecho calificado como delito o falta en el Código Penal o en las leyes penales especiales. 

	
3. Responsabilidad administrativa. Hace referencia a las obligaciones que un sujeto de derecho tiene o contrae de acuerdo a las leyes o al ordenamiento administrativo al que está sometido y que regulan su proceder y su conducta. 



Atendiendo a que la responsabilidad civil o patrimonial (no así la penal) se puede imputar, según los casos, tanto como consecuencia de conductas propias como de la de las personas por las que se ha de responder, diremos que:


	
1. Es directa cuando se da una identidad entre el autor del ilícito y la persona responsable. O cuando, sin ser su autor, la norma le atribuye una responsabilidad objetiva directa, como por ejemplo la de la Administración para el caso de las lesiones que sufran en sus derechos los particulares cuando éstas sean consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. 

	
2. Es indirecta cuando no se da tal identidad. Piénsese, por ejemplo, en los padres que son responsables civiles de los daños causados por sus hijos que se encuentran bajo su guarda. 



Desde la necesidad o no de la culpa, podemos hablar de:


	
1. Responsabilidad sujetiva o culposa cuando requiere como requisito la existencia de culpa o dolo en el sujeto responsable. 

	
2. Responsabilidad objetiva cuando no es necesaria la existencia de culpa en el sujeto responsable, pues sólo se exige la relación jurídica de imputabilidad entre el hecho dañoso producido y el sujeto imputable responsable, siempre y cuando exista relación directa entre el hecho dañoso y el daño causado. 



Por la forma de responder, cabe la posibilidad de que sea:


	
1. Responsabilidad individual, cuando la obligación recae sobre sujetos individuales, sobre un único sujeto. 

	
2. Responsabilidad solidaria, cuando los responsables son varios y cualquiera de ellos puede ser obligado a responder por el total, con la posibilidad de que el que paga pueda repercutir sobre los demás. 

	
3. Subsidiaria, cuando la norma determina que la obligación recaiga de forma indirecta sobre un sujeto, al que se le atribuye en defecto de otro que era el que en principio debería responder, pero que no puede hacerlo. 



De una infracción penal responde directamente su autor, si bien puede haber sujetos responsables subsidiarios de la responsabilidad civil derivada del hecho delictivo o falta.






Naturaleza 



La responsabilidad civil presenta una serie de características propias  (1) :


	
1. Es de naturaleza exclusivamente patrimonial, a diferencia de la penal. Por eso no debe extrañarnos que pueda pedirse responsabilidad civil por hechos ajenos, como sucede en el caso de los padres, los tutores, los guardadores legales o de hecho, un empresario, una compañía de seguros... 

	
2. Es, en general, de carácter jurídico privado, aunque aquí nos interesará también la derivada de hechos constitutivos de delitos o faltas, y tiene lugar como consecuencia de actos libres entre los particulares. De ahí que en caso de daños no se puede pedir una indemnización superior a la que solicita el perjudicado. 

	
3. Pasa a los herederos, tanto del responsable civil como del acreedor o perjudicado. 

	
4. Se inspira en principios generales y puede aplicarse la analogía y la interpretación extensiva, salvo que se trate de normas de derecho especial, excepcional o temporal. 

	
5. En la responsabilidad civil no se busca el castigo, sino la reparación del daño causado. En la responsabilidad civil lo importante es el daño y la obligación de repararlo. 

	
6. El ejercicio de la acción civil está sujeta en su procedimiento a una serie de normas propias y es ejercida por quien sufre el daño. Únicamente se sustancia dentro del proceso penal cuando se deriva de un hecho delictivo, y siempre que no haya habido renuncia o reserva para ejercitarla posteriormente por él mismo. 

	
7. En la responsabilidad civil directa o subsidiaria nacida del hecho delictivo no opera el principio de retroactividad para favorecer al responsable con la norma más favorable, ya que se enjuicia siempre de acuerdo con las leyes vigentes en el momento de la producción del hecho, tal como se desprende de lo dispuesto en el art. 3 del Código Civil. 



A lo largo del último siglo se ha ido observando en la responsabilidad civil una tendencia hacia la responsabilidad objetiva. Esta tendencia se va abriendo paso también, aunque más lentamente, en el campo penal con el consiguiente temor para una parte de la doctrina. Según esta corriente, lo que prima es el daño y no la culpa. Se ha ido pasando de un sistema subjetivista, en el que la culpa era un elemento fundamental, a un sistema objetivista, en el que lo verdaderamente importante es el daño y la obligación de repararlo o resarcirlo. Si nos preguntamos por las razones, son muchas; entre otras, según señala Yzquierdo Tolsada, estarían la lentitud de la justicia y la ineficacia de la Administración  (2) .






	 (1) 

	Yzquierdo Tolsada, M. (2001). Sistema de responsabilidad civil contractual y extracontractual. Madrid: Dykinson, Madrid, pp. 28 y ss.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Yzquierdo Tolsada, M., op. cit., pág. 54.


	 Ver Texto 








Fundamentos jurídicos 



Hablamos de responsabilidad civil cuando nos referimos a la obligación de responder patrimonialmente de los actos u omisiones realizados por sí o por otros de los que se debe responder, ya que el art. 1902 del Código Civil establece que se es responsable civilmente cuando por acción u omisión se causa daño a otro, existiendo dolo o negligencia, quedando obligado a reparar los daños causados  (1) . Toda responsabilidad civil se concreta en la obligación de restituir, de reparar el daño causado o en la indemnización por los daños y perjuicios, incluidos los morales. Asimismo, el art. 1903 CC, al hablar de dicha obligación, la extiende no sólo a los actos propios, sino también a los de las personas de las que se debe responder  (2) .

2.1.  El Código Civil

2.1.1.  El contrato: responsabilidad civil contractual

Se parte, como presupuesto, de la existencia de un contrato y de la generación de un daño por incumplimiento del mismo, bien por acción, bien por omisión. La responsabilidad se da cuando el daño se origina por el incumplimiento de una obligación contractual, es decir, cuando no se cumple lo pactado en el contrato, tal como dispone el art. 1089 CC  (3) .

Si consideramos que la actividad docente llevada a cabo en un centro de enseñanza privado está sujeta a un contrato entre el titular del centro y los destinatarios de dicha actividad o sus responsables legales, habremos de tenerlo en cuenta para abordar su responsabilidad desde esta perspectiva. Igualmente habremos de considerar estos aspectos al estudiar la responsabilidad derivada de los contratos de seguros subscritos por las compañías aseguradoras.

2.1.2.  La ley: responsabilidad civil extracontractual

Se fundamenta en el principio alterum non laedere, es decir, en el deber o en la obligación de no dañar al otro, que tiene su manifestación normativa en el art. 1902 del CC, ya citado. Las obligaciones que se contemplan en el CC consisten, según el art. 1088 CC, en dar, hacer o no hacer alguna cosa. Estas obligaciones tienen su origen no sólo en los contratos, sino también en los cuasicontratos  (4)  y en la ley, de forma general, así como en la comisión de los ilícitos penales en los que concurra culpa o negligencia, según acabamos de ver en el art. 1089 CC.

2.1.3.  Diferencias más significativas entre una y otra

Siguiendo a Yzquierdo Tolsada en este punto  (5) , señalaremos a continuación algunas de las diferencias más significativas entre la responsabilidad contractual y la extracontractual, lo cual nos va servir de mucho a la hora de analizar la responsabilidad docente en los centros privados y públicos respectivamente.


	
1. En la responsabilidad contractual existe la presunción de culpa una vez probada la obligación. En la responsabilidad extracontractual hay que probar la culpa, a no ser que se trate de responsabilidad objetiva, que es hacia donde avanzan las nuevas tendencias. 

	
2. Mientras que en la responsabilidad contractual cabe la graduación y la moderación de la culpa, en la extracontractual no es posible, pues cualquiera que sea el grado de culpa, existe responsabilidad integral por todo el daño. 

	
3. En la responsabilidad contractual no se admite la prueba de la diligencia del deudor/infractor. En la responsabilidad extracontractual sí se admite probar, al menos teóricamente, que se ha empleado toda la diligencia exigible como argumento de exoneración o al menos de graduación de la sanción. Aunque, como veremos más adelante, en el ámbito docente es tan difícil probarlo que lo que se da en la práctica es una cuasipresunción de culpa. 

	
4. La contractual es de carácter mancomunado, la extracontractual de carácter solidario. 

	
5. En la contractual la competencia es del juez del lugar del cumplimiento de la obligación o, en su defecto, el del domicilio del demandado. En la extracontractual la competencia es del juez del lugar donde se hayan producido los hechos ilícitos que han dado origen a la responsabilidad. 

	
6. Por último, la responsabilidad contractual prescribe a los 15 años (art. 1964 CC), y la extracontractual al año (art. 1968.2. CC). 



2.2.  El Código Penal, LORPM y leyes penales especiales

2.2.1.  La responsabilidad civil extracontractual derivada del hecho delictivo

Por otro lado, y abundando en la misma idea del art. 1089 CC in fine, el art. 116 CP  (6)  determina que todo el que es responsable de un delito penal, también lo es civilmente, si de la comisión de dicho delito se derivan daños o perjuicios. Esto habremos de tenerlo muy en cuenta cuando analicemos la responsabilidad civil derivada de dichos actos.

En cuanto al régimen por el que se rigen las obligaciones civiles derivadas de la comisión de hechos delictivos o faltas, habremos de atenernos a lo dispuesto el art. 1092, que establece, a su vez que «las obligaciones civiles que nazcan de los delitos o faltas se regirán por las disposiciones del Código Penal» (artículos 109 y ss. del CP y del 100 al 117 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal). Según el art. 112 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECRIM), cuando el proceso penal concluye en una sentencia condenatoria, el juez que ha juzgado la causa penal tiene también la obligación de pronunciarse sobre la responsabilidad civil, a no ser, claro está, que el perjudicado haya renunciado a ella o se la haya reservado para ejercerla posteriormente. Sin embargo, si la sentencia es absolutoria, su pronunciamiento se circunscribe únicamente a lo penal, a lo punitivo, sin pronunciarse sobre la responsabilidad civil, a no ser que se trate de lo dispuesto en los artículos 118 y 119 del Código Penal  (7) , en los que se contempla la no exención de la responsabilidad civil a pesar de la exención de la responsabilidad criminal, con lo que el perjudicado que quiera verse resarcido del daño sufrido deberá acudir posteriormente a la vía civil. En el mismo sentido, el art. 116 de la LECRIM establece que «la extinción de la acción penal no lleva consigo la de la civil, a no ser que la extinción proceda de haberse declarado por sentencia firme que no existió el hecho del que la civil hubiese podido nacer».

Por lo que se refiere a la responsabilidad civil de menores derivada de la comisión de un hecho delictivo, el art. 61.3 LORPM determina que cuando el responsable de los mismos sea un menor entre los 14 y los 18 años, ésta se exigirá de forma solidaria y responderán con él de los daños causados sus padres, tutores, o acogedores legales o de hecho, por este orden, dando lugar a su moderación por parte del juez en el caso de que no se aprecie en estos últimos dolo o negligencia grave.

2.2.2.  Responsabilidad civil pura y responsabilidad civil derivada del hecho delictivo: crítica a la dualidad nominal y normativa de la responsabilidad civil

Algunos autores, como Yzquierdo Tolsada, se muestran muy críticos con esta dualidad nominal y normativa al considerar que la obligación civil es una en su naturaleza  (8) , derive de un contrato, de un cuasicontrato o de actos u omisiones ilícitos por dolo o negligencia que causen daños resarcibles. Lo cierto es que se viene hablando como si de dos tipos de responsabilidad diferente se tratase:


	
1. Por un lado, la responsabilidad civil pura, derivada de un acto o una omisión que causa daños patrimoniales a un tercero y que, aunque no es constitutiva de delito o falta, pues se trata de un ilícito puramente civil, obliga al autor del daño a su reparación de acuerdo con lo establecido en el art. 1902 CC, por remisión interna del art.1093 CC: «las obligaciones civiles que se deriven de actos u omisiones en que intervenga culpa o negligencia no penadas por la ley quedarán sometidas a las disposiciones del cap. II del título XVI de este libro». 

	
2. Por otro lado tenemos la responsabilidad civil derivada del hecho delictivo, que se origina cuando se producen daños con la consiguiente obligación de resarcirlos, pero ahora conforme a los art. 109 y ss. del Código Penal, por remisión externa del art. 1092 CC: «Las obligaciones civiles que nazcan de los delitos o faltas se regirán por las disposiciones del Código Penal». 



Como consecuencia de estas remisiones, la responsabilidad civil extracontractual se encuentra dividida en dos textos legales diferentes, cuando en realidad, como decíamos antes, no se trata sino de una única responsabilidad civil en su naturaleza: la que nace de la obligación de resarcir o reparar un daño causado. Que esa obligación se derive del daño de un incumplimiento contractual o de un hecho constitutivo de una falta o un delito importa poco a la esencia de la misma, pues no modifica su naturaleza. Como tampoco la modifican las consecuencias que pueda tener en el ámbito educativo o laboral, por ejemplo, en los que es posible responder por hechos ajenos.

¿Cuál es la razón, según el autor citado, para seguir manteniendo esta distinción nominal en la práctica? La única razón es la pura conveniencia (comodidad) de los jueces penales, que encuentran en el Código Penal un apañado compendio de leyes civiles que les permiten juzgar las cuestiones de carácter patrimonial más cómodamente, sin tener que investigar en el proceloso ordenamiento del Código Civil.

2.3.  La Ley 3 0/1992: LRJAP

Finalmente quiero hacer referencia a la Ley 30/1992, LRJAP (Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas), y en especial a los principios de responsabilidad establecidos en su art. 139  (9) , en el cual se establece el derecho de los particulares a ser indemnizados por las Administraciones Públicas cuando sufran algún daño en sus bienes y derechos, derivado de la prestación de sus servicios, con independencia de que el funcionamiento de estos haya sido normal o anormal, siempre que exista una conexión directa entre el daño que se ha producido y la acción u omisión de los servicios públicos. Es dentro de este tipo de responsabilidad extra-contractual donde incardinaremos el estudio de la responsabilidad en los centros de enseñanza públicos.

2.4.  Los daños

Haciendo una clasificación general de los daños, pueden ser:


	
- Materiales (en las cosas), físicos o morales. 

	
- Graves o leves. 

	
- Presentes o futuros. 

	
- Sobrevenidos o continuados. 

	
- Mediatos o inmediatos. 

	
- Emergentes, de lucro cesante... 



Los daños no siempre originan responsabilidad civil, pues puede haber causas de justificación  (10)  desde el punto de vista civil, como son:


	
- Los daños consentidos por la víctima. 

	
- Los ocasionados en legítima defensa, no contemplados en el Código Civil. 

	
- El estado de necesidad, tampoco contemplado en el Código Civil. 

	
- Los daños que el derecho obliga a soportar, es decir, los causados en el ejercicio del propio derecho, siempre que se respeten los límites establecidos por la ley. 



Lo que sí está claro es que para que haya responsabilidad por daño debe existir un nexo causal, una relación de causalidad entre el hecho imputado al sujeto responsable y el daño producido. Son pues necesarias dos condiciones:


	
1. La causalidad, quaestio facti, con fundamento en los hechos, constitutiva del nexo causal necesario. 

	
2. La imputación, quaestio iuris, que nos permite una fundamentación en el derecho. 



2.5.  La intervención de agentes externos

En la generación del daño intervienen a veces otros agentes extraños, ajenos al sujeto, como pueden ser un tercero que influye en el nexo causal o lo rompe, el caso fortuito, la fuerza mayor o la intervención incluso del propio perjudicado.

2.5.1.  El caso fortuito

Para que podamos hablar de causa ajena y caso fortuito se deben dar dos premisas:


	
1. Que el hecho del que se ha de responder sea imprevisible o inevitable, de acuerdo con lo establecido en el art. 1105 del Código Civil: «Nadie responderá de aquellos hechos que no hubieran podido preverse o que, previstos, fueran inevitables». 

	
2. Que se haya empleado toda la diligencia exigible para evitarlo según la naturaleza de la obligación y las circunstancias del sujeto, el tiempo y el lugar, tal como lo demanda el art. 1104 CC. 



La norma general es que no se responda por caso fortuito, y que solamente exista responsabilidad en los casos expresamente contemplados en la ley (existe responsabilidad a pesar del caso fortuito, por ejemplo, en la responsabilidad objetiva imputable al titular del centro docente en la LRJAP) o en los que así lo declare la obligación, de acuerdo con la primera parte del art. 1105 del Código Civil.

2.5.2.  La fuerza mayor

El caso de fuerza mayor se constituye como una causa inevitable e imprevisible, generalmente en cuanto al momento en el que va a suceder, procedente del exterior, extrínseca a la actividad del presunto imputable, que se convierte en motivo general para la exoneración de responsabilidad.

2.5.3.  La intervención de terceros

Se trata también de una causa ajena, externa al sujeto agente del daño. Es el caso en el que un tercero interviene de tal forma en el desarrollo de los hechos que el resultado dañoso no puede ni debe serle atribuido sólo al agente principal.

Como dice Yzquierdo Tolsada  (11) , la actuación de terceros exonera de responsabilidad al agente material del daño siempre que dicha conducta no haya venido predeterminada por la del agente material del hecho, o el tercero haya sido utilizado como mero instrumento suyo.

En relación con la intervención de terceros nos interesa señalar otras dos cosas. La primera es que existe una prohibición de regreso en el curso causal de los hechos cuando ha intervenido en él la conducta dolosa de un tercero, siempre que no haya habido connivencia con el agente principal. Son necesarios, por lo tanto, dos elementos para la prohibición de regreso causal:


	
1. Que la actuación del tercero sea dolosa o gravemente culpable. 

	
2. Que la conducta del tercero no se haya visto favorecida ni predeterminada por el demandado, que le habría utilizado como instrumento. 



La segunda, muy acorde con el tema que nos ocupa, es que ni los padres, ni los tutores, ni los empresarios (en el caso de entidades privadas) pueden ser considerados como terceros para responder por los hechos dañosos de sus hijos, tutelados o empleados, pues ellos responden, en ese caso, no como terceros, sino como si, en la responsabilidad civil, el hecho fuera suyo propio.

2.5.4.  La culpa del perjudicado

Ya se establecía en el Digesto: 50, 17, 203 (tomado de Yzquierdo Tolsada), que si el perjudicado participaba en la producción del daño, se rompía el nexo causal, pues se interpretaba que el daño no se habría producido de no haber mediado dicha acción, y por lo tanto no habría lugar a exigencia de responsabilidad alguna por parte del perjudicado-infractor.

Una consideración más acorde con la evolución de los ordenamientos jurídicos nos permite hoy día hablar de ruptura del nexo causal sólo cuando la causa exclusiva o casi exclusiva del daño sea la culpa del perjudicado. Si la causa no es exclusiva del perjudicado, se contempla la posibilidad de la graduación de la responsabilidad en función de la gravedad y de la participación del otro agente, para tenerlo en cuenta a la hora de determinar la moderación de la correspondiente indemnización.






	 (1) 

	Art. 1902 CC: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado».


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Art. 1903 CC: «La obligación que impone el artículo anterior es exigible no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quienes se debe responder».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Art. 1089 CC: «Las obligaciones nacen de la ley, de los contratos, de los cuasicontratos, y de los actos y omisiones ilícitos o en que intervenga cualquier género de culpa o negligencia».


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Albaladejo García, M. (1989). Derecho Civil II. Derecho de obligaciones, vol. II. Barcelona: Bosch, pp. 490-491. Los cuasicontratos son actos lícitos, voluntarios, no contractuales, que producen obligaciones por lo tanto ex lege. El Código Civil sólo regula dos: la gestión de negocios ajenos y el pago o cobro indebido. Pudieran ser de interés en relación con el enriquecimiento injusto del titular del centro que, siendo también responsable, repercute todo lo pagado en la indemnización sobre el autor material del hecho constitutivo de delito o falta grave. Véase también el art. 1887 CC. En este mismo sentido Yzquierdo Tolsada, M., op. cit., en su pág. 87 se refiere a los cuasicontratos como aquellos que se producen o son consecuencia de la aplicación del principio general consistente en que el que se enriquece o beneficia injustamente se convierte en deudor u obligado respecto al empobrecido o perjudicado, entendiendo que en este caso la responsabilidad es de carácter extracontractual, pues la obligación se funda en un principio general del derecho.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Yzquierdo Tolsada, M., op. cit., pp. 81 y ss.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Art. 116 CP: «Toda persona criminalmente responsable de un delito o falta lo es también civilmente si del hecho se derivaren daños o perjuicios. Si son dos o más los responsables de un delito o falta, los jueces o tribunales señalarán la cuota de que deba responder cada uno».


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Los artículos 118 y 119 del Código Penal contemplan los casos en los que la exención de la responsabilidad criminal no comprende o alcanza la exención de la responsabilidad civil.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Yzquierdo Tolsada, M., op. cit., pp. 57 y ss.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	Art. 139 LRJAP: «Principios de responsabilidad. 1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos».


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Yzquierdo Tolsada, M., op. cit., pp. 113-115.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Yzquierdo Tolsada, M., op. cit., pág. 203.


	 Ver Texto 








La responsabilidad civil en los centros de enseñanza no superior 



3.1.  Clasificación de los centros

Una vez vistos los aspectos generales de la responsabilidad civil docente y sus fundamentos jurídicos globales, pasaremos a examinar cómo se aplican específicamente y cómo se exige ésta en los centros de enseñanza no superior. Comenzaremos recordando la clasificación de los tipos de centros que hace la LOE en su art. 108:


	
a) Centros públicos, aquellos cuyo titular es la Administración pública. 

	
b) Centros privados, aquellos que tienen como titular una persona física o jurídica de carácter privado. Dentro de éstos, los concertados son los que están acogidos a los conciertos legalmente establecidos. 



3.2.  La responsabilidad civil en los centros docentes públicos de enseñanza. Titular del centro y profesorado

3.2.1.  Personas imputables y personas responsables

En la actividad de los centros docentes de enseñanza no superior de titularidad pública intervienen una pluralidad de sujetos: Administración, profesores, alumnos, personal laboral no docente, padres... con responsabilidad civil derivada bien de sus propios actos, bien de hechos ajenos. Una vez analizada la naturaleza y los fundamentos jurídicos de la responsabilidad civil, se trata de saber:


	
1. Qué personas son imputables civilmente, es decir, qué personas son consideradas con suficiente capacidad de juicio, discernimiento y facultad de querer y voluntad libre de obrar, siendo conscientes de las consecuencias sociales de su conducta, para poder atribuirles un comportamiento doloso o culposo constitutivo de delito o falta. En principio son imputables todos los que intervienen en el proceso docente: la Administración, el profesorado, los alumnos en su caso, y otros agentes relacionados con la actividad docente del centro en general y con los alumnos en particular, como padres, tutores, la Corporación Local e incluso las compañías que han contratado un seguro de responsabilidad civil. Respecto de los alumnos, pueden ser considerados imputables si presentan un desarrollo que les permita el discernimiento y la capacidad de querer y obrar siendo conscientes de las consecuencias sociales de sus actos (pensemos en alumnos de una edad superior a nueve o diez años) o no imputables (de edad inferior a la señalada, que no tienen dicho grado de discernimiento ni desarrollada dicha capacidad). 

	
2. Quién responde, porque en principio responde civilmente el imputable, pero no siempre es así, ya que cabe la posibilidad de imputación objetiva y que el que deba responder no sea el agente directo del hecho doloso o culposo, sino otro, la Administración, que tiene a su vez derecho de repetición contra aquél. 

	
3. Cómo responden: si lo hacen de forma objetiva o subjetiva, directa o subsidiaria. 



3.2.2.  La responsabilidad del titular de un centro público docente

El ordenamiento aplicable a los centros, que va a suponer un cambio en el sujeto de imputación directa de la responsabilidad, se origina a partir de la Ley 1/1991, de 7 de enero, de Reforma del Código Civil y del Código Penal. Lo establecido en el Código Civil es lo siguiente:

Art. 1902 CC: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado».

Art. 1.903 CC: «La obligación que impone el artículo anterior es exigible no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quienes se debe responder. Los padres son responsables de los daños causados por los hijos que se encuentren bajo su guarda. [...] Lo son igualmente los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones. Las personas o entidades que sean titulares de un centro docente de enseñanza no superior responderán por los daños y perjuicios que causen sus alumnos menores de edad durante los periodos de tiempo en que los mismos se hallen bajo el control o vigilancia del profesorado del centro, desarrollando actividades escolares o extraescolares y complementarias».

Tras la reforma por la Ley 1/199 1 del Código Civil y del Código Penal, la Administración, como veremos, llevó a cabo la regulación de su responsabilidad y la de los funcionarios con un cambio en el centro de imputación. La responsabilidad se convirtió, en el caso de los centros públicos, en objetiva y directa para la Administración, titular de los mismos, tal como se contempla en la Ley 30/1992, LRJAP.

Como punto de partida y a modo de avance general, que nos puede servir de guía en este largo camino, comenzamos remitiéndonos a lo dicho al hablar de la regulación de la responsabilidad civil y diremos que la responsabilidad civil del titular de un centro público docente se exige de acuerdo con las siguientes reglas o fundamentos:


	
1. El titular de un centro público de enseñanza no superior es la Administración. 

	
2. Su responsabilidad es de naturaleza objetiva, ex art. 139.1. de la LRJAP: «1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos». 

	
3. Se le exige directamente ex art. 145 LRJAP: «1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere el Capítulo I de este Título, los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio». 

	
4. Su responsabilidad se exige por la vía contencioso-administrativa, de acuerdo con lo dispuesto en la LRJAP, LRJCA y la LOPJ. Veamos la LRJCA, art.2: «El orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con «la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquellas por este motivo ante los órdenes jurisdiccionales civil o social, aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad». Y la LOPJ, art. 9,4: «Los del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones Públicas sujeta al derecho administrativo, con las disposiciones generales de rango inferior a la ley y con los reales decretos legislativos en los términos previstos en el artículo 82.6 de la Constitución, de conformidad con lo que establezca la ley de esa jurisdicción. También conocerán de los recursos contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho. Conocerán, asimismo, de las pretensiones que se deduzcan en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas y del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que se derive. Si a la producción del daño hubieran concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional. Igualmente conocerán de las reclamaciones de responsabilidad cuando el interesado accione directamente contra la aseguradora de la Administración, junto a la administración respectiva. También será competente este orden jurisdiccional si las demandas de responsabilidad patrimonial se dirigen, además, contra las personas o entidades públicas o privadas indirectamente responsables de aquéllas». 

	
5. Responde de forma subsidiaria conforme al art. 120.4 y 121 del Código Penal cuando es derivada de la comisión de un delito o falta. Según el artículo 120 CP, son también responsables civilmente, en defecto de los que lo sean criminalmente, «4. Las personas naturales o jurídicas dedicadas a cualquier género de industria o comercio, por los delitos o faltas que hayan cometido sus empleados o dependientes, representantes o gestores en el desempeño de sus obligaciones o servicios». El art. 121 CP dice: «El Estado, la comunidad autónoma, la provincia, la isla, el municipio y demás entes públicos, según los casos, responden subsidiariamente de los daños causados por los penalmente responsables de los delitos dolosos o culposos cuando éstos sean autoridad, agentes y contratados de la misma o funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos o funciones siempre que la lesión sea consecuencia directa del funcionamiento de los servicios públicos que les estuvieren confiados, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial derivada del funcionamiento normal o anormal de dichos servicios exigible conforme a las normas de procedimiento administrativo, y sin que, en ningún caso, pueda darse una duplicidad indemnizatoria». 

	
6. También responderá objetivamente de los daños derivados de la actividad docente que, de acuerdo con las leyes especiales, originan responsabilidad al margen de la culpa. 

	
7. Tiene el derecho de repetición de acuerdo con lo establecido en el art. 145 LRJAP. La LRJCA, art. 2.e, dice al respecto: «La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del procedimiento que reglamentariamente se establezca». 



Conviene tener en cuenta el proceso evolutivo de la atribución de la responsabilidad, desde la práctica irresponsabilidad del Estado a la responsabilidad objetiva y directa de la Administración. La regulación de la responsabilidad del titular de un centro público es en cierto modo especial dentro del ámbito general de la responsabilidad civil. Fue asumida por la Administración de forma directa y con fundamento objetivo, en parte por la presión social, principalmente la del profesorado y la de los sindicatos de la enseñanza.

La evolución de la asunción de la responsabilidad hasta el planteamiento actual ha sido lenta y ha pasado por distintas fases no exentas de dificultades. En un primer momento, a principios del siglo pasado, el Código Civil, en su art. 1903, sólo contemplaba la responsabilidad de la Administración para supuestos muy concretos: cuando se trataba de los daños causados por agentes especiales al servicio del Estado. La responsabilidad era directa, pero al tener un carácter subjetivo, la jurisprudencia terminó por consolidar en la práctica la irresponsabilidad de la Administración  (1) .

Esta situación de práctica irresponsabilidad del Estado se veía además favorecida porque sólo respondía de la actuación de agentes especiales que operaban a su servicio, pues cuando se trababa de funcionarios, el fundamento jurídico era el art. 1902 del Código Civil y la responsabilidad recaía sobre los propios funcionarios y no sobre el Estado. En este sentido puede sernos ilustrativa la jurisprudencia de la época en la que, en la sentencia de la Sala 1ª del Tribunal Supremo, de 18 de mayo de 1904, se declara que «la responsabilidad del Estado se limita por el art. 1903 al caso en que obre por un agente especial».

Posteriormente se fueron dando pasos más o menos significativos, como el de la Constitución republicana de 1931, en la que ya se admitía la responsabilidad civil subsidiaria de la Administración o del Estado por los daños que pudieran causar a terceros sus funcionarios públicos. En concreto el art. 41 establecía que «Si el funcionario público, en el ejercicio de su cargo, infringe sus deberes con perjuicio de tercero, el Estado o la corporación a quien sirva serán subsidiariamente responsables de los daños y perjuicios consiguientes conforme determina la ley». Este precepto constitucional se desarrolló después en la Ley de Bases Municipal de 1935, en la que ya se contemplaba una responsabilidad directa de estas Administraciones, o subsidiaria, según los casos, por los daños causados por sus autoridades o funcionarios. Esta responsabilidad se hizo luego extensiva por la Ley de Régimen Local de 1950 a todas las Administraciones locales.

Un paso muy significativo fue la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, que puso fin a la injusta e insostenible situación jurídica a que hacía referencia el prestigioso profesor García de Enterría. Así, el art. 121 de dicha ley presenta una redacción bastante parecida a la actual y estableció ya el derecho de los particulares a ser indemnizados por toda lesión sufrida en sus bienes o derechos como consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos. La responsabilidad pasaba en ese momento a ser del Estado, directa y objetiva.

El siguiente paso fue la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado (LRJAE) de 1957 que, recogiendo el principio establecido en la Ley de Expropiación Forzosa de 1954, reconoció en su art. 43 el derecho de los ciudadanos a reclamar directamente a los funcionarios por los daños que se irrogaran de su conducta dolosa o gravemente negligente.

Por último, la Constitución Española de 1978 dio el último paso para la consagración del principio de responsabilidad objetiva y directa de la Administración en su art. 106  (2) . Esta misma disposición de la Constitución la encontraremos definitivamente establecida en la Ley 30/1992, LRJAP, en su art. 139.1, que es una de las normas que nos va servir de base para la determinación de la responsabilidad de la Administración: «Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos».

La Administración como titular del centro público: el titular de un centro público es la Administración, representada, según el caso, por el Ministerio de Educación, la Comunidad Autónoma a través de la Consejería de Educación (o la denominación que reciba según la comunidad autónoma) y las corporaciones locales.

Queda claro, pues, que el titular del centro público es la Administración, a través de los organismos citados, y no el centro, ni su director, ni los profesores... En consecuencia, contra quien habrá que dirigir la reclamación por los daños sufridos deberá ser contra su titular, es decir, contra la Administración  (3) .

En la relación incluimos las corporaciones locales, que si bien no son las titulares de los centros públicos, sí tienen asumidas responsabilidades en cuanto a sus infraestructuras y mantenimiento, con lo que también pueden resultar responsables. Como ejemplo de ello tenemos la sentencia de la sala 3ª del Tribunal Supremo de 12 de febrero de 1996  (4) .

Otro aspecto importante es la responsabilidad de la Administración como titular del centro público, teniendo en cuenta diversos aspectos: daño, responsabilidad diversas, nexo causal, etc., que veremos a continuación. Según el art. 139.1 LRJAP, «los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia de del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos». Los términos en los que está redactado el art. 139.1 de la LRJAP (se responde por los daños causados «siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos») no dejan lugar a dudas; estamos ante uno de los ordenamientos más avanzados en este aspecto.

Veamos los diversos temas a tener en cuenta:


	
1. El daño. En primer lugar, ha de producirse una lesión en los bienes y derechos. Además han de ser daños que el perjudicado no tenga el deber jurídico de soportar, según el art. 141.1 LRJAP: «Sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la ley». La lesión no debe ser a causa de fuerza mayor, es decir, derivada de hechos y circunstancias extrínsecas imprevisibles o inevitables, o de circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos científicos y técnicos del momento en el que se produjo el daño. El art. 141.1. continúa: «No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de producción de aquellos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos». El daño alegado, de acuerdo con el art. 139.2 de la LRJAP, habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a un persona o grupo de personas. 

	
2. Responsabilidad objetiva. Recordemos que según el art. 139.1 LRJAP, «los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes de toda lesión que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia de del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos». Hemos dicho en otro momento que la tendencia era hacia la fundamentación objetiva de la responsabilidad civil, y aquí lo vemos plenamente cumplido: la responsabilidad es pues objetiva, y basta con que se produzca el daño como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos, existiendo por lo tanto nexo causal para que se pueda exigir la reparación y la indemnización a la Administración. No importa, o mejor dicho es indiferente a efectos de la responsabilidad civil de la Administración, si el hecho de los profesores o del personal del centro que ha desencadenado los daños es constitutivo o no de delito o falta. Lo que sí importa, y es una constante en la responsabilidad civil, es el daño que se ha producido y la obligación de responder de él con la correspondiente indemnización. A no ser, claro está, que se trate un daño que el perjudicado tenga el deber jurídico de soportar. Y lo peculiar, y lo que hace de éste un sistema de responsabilidad evolucionado y avanzado es precisamente eso: que ésta se exija no sólo a consecuencia del funcionamiento anormal, sino también del funcionamiento normal de los servicios públicos. 

	
3. Responsabilidad de la Administración como consecuencia del daño por el funcionamiento anormal de los servicios públicos educativos. Según se desprende de lo que acabamos de ver, la Administración responde en el caso de funcionamiento anormal de los servicios públicos. Lo cual significa que ha habido un comportamiento doloso o negligente por su parte, por incorrecta organización del servicio educativo o por funcionamiento defectuoso del servicio, «culpa institucional o de servicio». O que el personal que trabaja para ella en el centro docente, o los alumnos, han tenido un comportamiento doloso o negligente que ha ocasionado daños a terceros. Véase, por ejemplo, la sentencia del Tribunal Supremo, sala 3ª, de 26 de septiembre de 1998  (5) . Una interpretación literal de lo dispuesto en estas normas administrativas nos llevaría a pensar en una responsabilidad objetiva a ultranza, sin matizaciones; pero la realidad judicial y jurisprudencial es otra, de tal forma que siempre se termina teniendo en cuenta, de una manera o de otra, si el funcionamiento de los servicios públicos ha sido normal, o por el contrario anormal, siendo precisamente este último el principal criterio de imputación, como veremos a lo largo de las sentencias. No obstante, hay sentencias que dicen prescindir del requisito de funcionamiento anormal porque entienden que no modifica la naturaleza de la responsabilidad civil exigible, ya que lo que realmente importa, de acuerdo con el art. 139.1.2. LRJAP, es que se haya producido un daño que el tercero no está obligado legalmente a soportar, que sea efectivo y evaluable económicamente, además de individualizado con relación a una persona o grupo de personas. También debe existir un nexo de causalidad entre la acción docente y la lesión en los bienes o derechos, y que no se haya producido ésta a causa de fuerza mayor. Esto responde más a un planteamiento teórico del tribunal que a su actuar práctico, porque al final terminan teniendo en cuenta para el fallo el hecho de que el funcionamiento haya sido anormal  (6) , y son muy pocas las sentencias en las que los jueces fundamentan el fallo sólo en el funcionamiento normal de los servicios públicos. Muy al contrario, suelen poner especial énfasis en demostrar que el daño se ha producido porque ha concurrido también algún fallo en la organización, en las medidas de seguridad, o porque ha habido conducta negligente del profesorado responsable. Y es lógico, porque imputarle a la Administración la responsabilidad en todos los casos, salvo que medie causa de fuerza mayor o culpa exclusiva de la víctima, sería llevar la letra de la disposición demasiado lejos. Hay en este sentido alguna sentencia en que la Administración ha sido absuelta basándose precisamente en el correcto funcionamiento de los servicios educativos. Véase, por ejemplo, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 27 de mayo de 1999  (7) , que nos da pie a pensar que por lo menos en algunos casos los tribunales exoneran de responsabilidad a la Administración cuando el funcionamiento de sus servicios ha sido correcto, porque se ha obrado con la diligencia exigible. Existe, a nuestro juicio, una cierta similitud de fondo entre la responsabilidad objetiva exigida ex art. 139.1 de la LRJAP (para los centros públicos) y la exigida ex art. 1903 CC in fine (para los centros privados), donde la responsabilidad, al menos teóricamente, es de carácter subjetivo, fundada en la culpa in vigilado o in eligendo, por no haber adoptado las pertinentes medidas de seguridad o de organización. Parece como si ambos planteamientos tendieran hacia la convergencia. Por un lado, la jurisprudencia hace cuasi-objetiva por defecto la responsabilidad de la Administración del art. 139 de la LRJAP, pues siempre termina pesando el funcionamiento anormal de los servicios públicos a la hora del fallo y del quantum indemnizatorio. Por otro, el art. 1903 CC, en el que es tan difícil demostrar mediante prueba que se ha observado toda la diligencia de un buen padre de familia para evitar el daño, hace que la imputación de la responsabilidad adquiera también carácter de cuasi-objetiva por exceso. 

	
4. Responsabilidad de la Administración como consecuencia del daño derivado del funcionamiento normal de los servicios públicos educativos. La disposición del art. 139 LRJAP, «que la lesión sean consecuencia del funcionamiento normal de los servicios públicos», suena en principio como excesiva, como demasiado garantista, pero tiene su fundamento, a mi juicio, en tres argumentos: por un lado, la tendencia generalizada de los ordenamientos jurídicos hacia una responsabilidad de naturaleza objetiva que garantice a la víctima, al perjudicado, la reparación del daño. Por otro, favorecer la agilización de los procedimientos reclamatorios. Finalmente, porque la doctrina entiende que la Administración pone en práctica una actividad de la que se pueden derivar potencialmente riesgos, y éstos deben quedar cubiertos al formar parte intrínseca de la propia actividad. Pero como decíamos también anteriormente, esto es, más que una realidad jurídica en la práctica, sólo una tendencia que está manifestándose cada vez con más fuerza, como doctrina mayoritaria, pero sólo una tendencia, pues la jurisprudencia no termina de dejar de mirar con el rabillo del ojo si, además, existe o no culpa, a la hora de fallar a favor de las pretensiones solicitadas. Así es que la jurisprudencia se va moviendo lentamente desde las posturas subjetivistas de culpa (que se resiste a abandonar), hacia un sistema de responsabilidad objetiva que prescinde del criterio de culpa y que se extiende incluso, cuando se trata de los centros de titularidad pública, al caso fortuito  (8) , postura que no se ve tampoco libre de severas críticas, en el sentido de que la lógica y la prudencia nos dicen que debe ponerse límites a la responsabilidad objetiva del art. 139 de la LRJAP. La solución, como defiende Sánchez Morón, habrá qué buscarla no en volver a la subjetivación, sino en una correcta interpretación del precepto, a lo que debe contribuir de manera especial la exigencia de un mayor rigor en lo que se refiere al requisito de la relación de causalidad  (9) . Pantaleón Prieto, uno de los autores más destacados en el estudio de estos temas, se muestra también crítico con este sistema de imputación objetivo que contempla el funcionamiento normal de los servicios de la Administración, y propone como solución el que sólo sean resarcibles los daños que respondan al criterio de riesgo, es decir, los que puedan considerarse dentro del potencial dañoso de la actividad  (10) . En el mismo sentido que la doctrina, y con el fin de paliar los efectos negativos de un precepto tan objetivista como el art. 139.1 de la LRJAP, la Ley 4/1999 le pone en cierto modo límites al modificar el contenido del art. 141.1 de dicha LRJAP e introducir la siguiente disposición: «No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia o de la técnica existentes en el momento de producción de aquellos, todo sin perjuicio de las prestaciones asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos». Ya en la exposición de motivos de la propia Ley 4/1999 se hace referencia a estos límites de responsabilidad objetiva cuando se dice que: «En materia de responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas» en el art. 141 se matizan los supuestos de fuerza mayor que no dan lugar a responsabilidad. Con lo cual es otro de los elementos de exoneración a tener en cuenta. Algunos autores van más allá y creen incluso que el art. 141 de la LRJAP ampara también el caso fortuito como causa de exoneración de responsabilidad. Otros, en cambio, como Díaz Alabart, sostienen que «más que una responsabilidad objetiva absolutamente, se trata de una responsabilidad fuertemente objetivada»  (11) . Desde esta posición moderada, según la cual el precepto está orientado a excluir la responsabilidad por riesgo en el desarrollo de la actividad, lo que se hace realmente es limitar en parte la objetivación, llegando incluso, en opinión de Pantaleón Prieto, a un replanteamiento solapado de la responsabilidad subjetiva, por culpa. En opinión de Atienza Navarro, los daños causados por los alumnos, cuando se trata de un caso fortuito, es decir, cuando se producen de forma imprevisible e inevitable, no deberían ser indemnizables por la Administración, ya que, según la autora, el precepto da lugar a que el caso fortuito pueda ser interpretado también como causa de exención de responsabilidad, y a que la balanza vuelva a inclinarse hacia el criterio culpabilista como criterio de imputación. La Sala 3ª del Supremo, en sentencia de 31 de mayo de 1999, con ocasión de un contagio de hepatitis en un centro sanitario del INSALUD, declaró la responsabilidad de la Administración Pública por no haber aportado prueba alguna acerca del estado de la ciencia en el momento de los hechos, para permitir valorar al tribunal que no se pudo prever ni evitar el daño, y porque «en el mejor de los casos, se originó por caso fortuito, lo que no excluye la responsabilidad de la Administración». Si se admite que el caso fortuito no exonera, pero lo determinante para esta sentencia fue la falta de prueba, lo que se está poniendo en el art. 141.1 es un fundamento de responsabilidad civil de naturaleza sólo cuasi-objetiva, limitada, en la línea defendida por Díez Picazo  (12) , según el cual el citado artículo lo que hace es introducir factores como la previsibilidad y la evitabilidad de acuerdo con el estado de los conocimientos científicos y técnicos, que pertenecen al terreno de la culpabilidad. 

	
5. El nexo causal y el caso fortuito. El nexo causal es otro de los presupuestos necesario para la exigencia de responsabilidad a la Administración como titular del centro. Es necesario que la actividad que se esté llevando a cabo (escolar, extraescolar o complementaria), sea la causa efectiva en sentido jurídico del daño producido, para que le pueda ser imputada responsabilidad objetivamente: es decir, que exista una relación de causalidad entre la actividad docente y el daño, bien por acción, bien por omisión. La importancia del nexo causal para poder exigir responsabilidad a la Administración, titular del centro público, es trascendental y debe observarse de forma muy rigurosa porque, al ser la de la Administración una responsabilidad de naturaleza objetiva, ésta debe estar sujeta a algún medio de control que le ponga límites y permita hacer razonable una formulación legal tan garantista y generosa como la del art. 139.1 de la LRJAP. El instrumento que va a permitir modular esta responsabilidad de naturaleza objetiva es precisamente la exigencia estricta del nexo causal  (13) , lo que evita dar origen a abusos que no están ni en el espíritu ni en la letra de la ley. Sin embargo, la Administración, como titular del centro, sí debe responder cuando el daño es consecuencia de un caso fortuito. La razón está en que, aunque es, como la fuerza mayor, imprevisible e inevitable, es un elemento interno, intrínseco al servicio público educativo prestado del que estamos hablando; a diferencia de la fuerza mayor que, como elemento de causa, es un factor externo, extrínseco. 

	
6. Causas de exoneración. La Administración, titular del centro, podrá verse exonerada de responsabilidad si se produce una interrupción en el nexo causal por: 
	
a. El caso de fuerza mayor, consistente en la intervención de un agente externo, extrínseco a la actividad, imprevisible e inevitable. Esta circunstancia tiene que ser probada por la Administración. Véase al respecto la sentencia del Tribunal Supremo, en su sala 3ª, de 26 de febrero de 1998  (14) . 

	
b. La culpa exclusiva de la víctima. Cuando se produce esta circunstancia se rompe el nexo causal por parte de la Administración y ésta queda exonerada. Puede servirnos muy bien como ejemplo explicativo del caso la sentencia de la sala 3ª del Supremo, de 15 de noviembre de 1992  (15) . 

	
c. La culpa de un tercero. La intervención de un tercero en el nexo causal puede dar origen a dos situaciones: primera, que la intervención de éste sea tan determinante que lo rompa, porque sin su actuación no se habría llegado a producir el daño, y por lo tanto la responsabilidad es suya. Segunda, que no lo interrumpa, sino que sólo lo interfiera, en cuyo caso la responsabilidad de la Administración, titular del centro, sólo se vería atenuada en cuanto a la cantidad indemnizatoria que tenga que abonar. 







Los alumnos en ningún caso deben ser considerados como agentes extraños al servicio público de la enseñanza, por ser usuarios y beneficiarios del mismo, y por lo tanto sus actuaciones no interrumpen ni mitigan el nexo de causalidad necesario entre la actividad educativa del centro y el daño que ellos pudieran causar. La razón justificativa de este supuesto la encontramos en el hecho de que la Administración responde también cuando el hecho dañoso lo haya causado una persona, en este caso los alumnos, que aunque no sean funcionarios o agentes suyos, sí se encuentran bajo su autoridad y custodia  (16) .

La responsabilidad de la Administración como titular del centro público puede ser directa o subsidiaria:


	
1. Responsabilidad civil directa. A tenor de lo dispuesto en el art. 145.1 de la LRJAP la exigencia a la Administración de la responsabilidad patrimonial se hace de forma directa: «los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y personal a su servicio». La Administración responde pues, directamente de la responsabilidad civil pura. 

	
2. Responsabilidad civil subsidiaria. Sin embargo, cuando se trata de la responsabilidad civil derivada de un hecho delictivo, de un hecho dañoso o culposo tipificado como tal en el Código Penal, su responsabilidad, según el art. 121 CP, es de carácter subsidiario: «El Estado, la comunidad autónoma, la provincia, la isla, el municipio y demás entes públicos, según los casos, responden subsidiariamente de los daños causados por los penalmente responsables de los delitos dolosos o culposos, cuando éstos sean autoridad, agentes y contratados de la misma o funcionarios públicos en el ejercicio de sus cargos y funciones». Si analizamos con detenimiento el contenido del artículo, vemos que en éste sólo se hace referencia a la responsabilidad civil subsidiaria de la Administración cuando los daños tengan su origen en un delito. ¿Qué sucede en el caso en el que los daños se produzcan como consecuencia de una falta? Caben dos posiciones: 
	
a. Estimar, siguiendo la letra del precepto, que no ha lugar a la responsabilidad subsidiaria de la Administración. Quedaría así cerrada la vía penal para la responsabilidad subsidiaria de la Administración por las faltas de sus autoridades, funcionarios y personal a su servicio, con lo que la víctima sólo dispondría de la vía administrativa, larga y dificultosa, poco atractiva para el demandante, que optaría en muchos casos por no ejercer la acción. Se conseguiría con ello un segundo efecto «beneficioso»: no contribuir a un colapso mayor del que ya de por sí hay en la administración de justicia, invadiéndola con «causas menores». Esta interpretación viene además avalada por la idea de que así se protege a los funcionarios de la vía penal. Al no haber responsabilidad subsidiaria de la Administración el uso de esta vía queda muy desincentivado para el perjudicado que está pensando en sacar (al estilo estadounidense) una suculenta indemnización de lo que puede ser un hecho culposo, una falta, poco relevante. 

	
b. O pensar, quizá con más fundamento jurídico, que simplemente ha sido un olvido, un lapsus del legislador, y que en realidad la Administración responde tanto en el caso de delitos como de faltas, porque de hecho alguna sentencia así lo entiende, haciendo extensiva la responsabilidad civil también a los supuestos de faltas  (17) . 







El órgano jurisdiccional competente ante el que ejercitar la acción contra la Administración, titular del centro, requiere un punto de partida, que es la LRJAE. Antes de la LRJAP, la jurisdicción competente era la contencioso-administrativa, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 40 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado para las indemnizaciones por los daños que fueran consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos; no así si los daños correspondían al ámbito de las relaciones de la Administración en derecho privado, porque en este caso la competencia, según el art. 41 de la LRJAE, era de la jurisdicción ordinaria.

A pesar de lo expuesto, la cuestión del órgano jurisdiccional competente siempre fue motivo de controversia, cuando no de picaresca  (18) , ya que la víctima del hecho dañoso, antes que la vía contencioso-administrativa, más lenta, menos cercana y, en consecuencia, menos atrayente, buscaba normalmente la vía civil, más comprensiva, o la vía penal, más intimidatoria y proclive a una indemnización más suculenta, en opinión del perjudicado, que piensa que en definitiva el que paga es el Estado, un anónimo, y que el juez a quien tiene delante le considera una persona concreta que ha sufrido un daño del que debe ser compensado debidamente (eso sí, dentro de lo legalmente establecido) con la indemnización que le corresponda.

La confusión todavía era mayor cuando se daba el caso, por ejemplo, de que la acción se dirigiera a la vez contra la Administración y contra un particular. Los civilistas y la jurisprudencia mayoritaria se decantaban por la competencia de los tribunales civiles, alegando economía de procedimientos y unidad de fallo, al mantener la unidad del contenido de la causa, con lo que se evitaban también posibles fallos contradictorios si se hubiera seguido la vía administrativa contra la Administración y la vía civil contra el particular  (19) . Se evitaba, por otro lado, el temido peregrinaje de una jurisdicción a otra por causa de la no competencia, además de que la vía civil resultaba más cercana y atractiva. Consideremos la sentencia de la sala 1ª del Tribunal Supremo, de 22 de diciembre de 1 999  (20) . Es muy interesante porque aporta, según Pantaleón Prieto, tres elementos importantes para considerar competente a la jurisdicción civil:


	
1. La demanda conjunta a la Administración y a los particulares. 

	
2. La interpretación absolutamente restrictiva, como hemos podido apreciar, de lo que es el servicio público docente. 

	
3. La equidad, evitando el peregrinaje de jurisdicciones. 



Así fue como en numerosas ocasiones los tribunales civiles terminaron conociendo por esta vía reclamaciones patrimoniales contra la Administración Pública por los daños ocasionados como consecuencia de la prestación del servicio público educativo  (21) , mientras en otras era la jurisdicción contencioso-administrativa ante quien se sustanciaban...  (22)  ¡Y ambas eran competentes! Lo más grave era que la jurisdicción civil juzgaba conforme a su legislación del Código Civil, y no de acuerdo a la legislación específica contencioso-administrativa que era aplicable a la responsabilidad de la Administración  (23) . De esta forma se juzgaba a la Administración en vía civil, con fundamentación subjetiva de la responsabilidad en los art. 1902 y 1903 del Código Civil, por «culpa in vigilando o in eligendo», teniendo en cuenta el comportamiento culposo de los docentes, cuando en realidad hay una legislación específica aplicable a la Administración, la LRJAP, art. 139, en el que se contempla la responsabilidad objetiva de la misma.

Teniendo todo esto en cuenta, el estado actual de la cuestión de acuerdo con la LRJAP, la LRJCA y la LOPJ es el siguiente. Con la promulgación y entrada en vigor de la LRJAP una parte importante de la doctrina interpretó que se había establecido un nuevo sistema de unidad jurisdiccional que declaraba la competencia a favor del orden contencioso-administrativo, tanto para las actuaciones de la Administración en relaciones de Derecho público como privado. El art. 144 de la LRJAP se remite al art. 139 de la propia Ley para regular la responsabilidad de la Administración cuando actúa en relaciones de Derecho privado, lo cual da a entender que la competencia en esos casos es también de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Además, en el art. 2.e de la Ley 29/1998, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LRJCA), se establece que es el orden contencioso-administrativo el que tiene la competencia para entender de las cuestiones relativas a la responsabilidad civil de la Administración, tanto en las relaciones de Derecho público como privado, sin que ésta pueda ser demandada por dicha causa ante la jurisdicción civil o social. Así reza el art. 2.e: «El orden jurisdiccional contencioso-administrativo conocerá de las cuestiones que se susciten en relación con: [...] e) La responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que derive, no pudiendo ser demandadas aquéllas por este motivo ante los órdenes jurisdiccionales civil o social, aun cuando en la producción del daño concurran con particulares o cuenten con un seguro de responsabilidad».

Esta es la norma y la regla general, que no presenta problemas en su aplicación cuando sólo se demanda a la Administración. Los problemas surgen de nuevo cuando, además de demandar a la Administración, se demanda conjuntamente con ella a particulares. La LRJAP no resolvió definitivamente la duda sobre la jurisdicción competente, como tampoco lo hizo la LRJCA al no hacer referencia al supuesto de demanda conjunta contra la Administración y particulares.

Fue finalmente la Ley 29/1998, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, por la que se reformó el art. 9.4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), la que zanjó definitivamente casi toda la cuestión atribuyendo la competencia al orden contencioso-administrativo. Tribunales y juzgados, art. 9.4. LOPJ:


Los del orden contencioso-administrativo conocerán de las pretensiones que se deduzcan en relación con la actuación de las Administraciones Públicas sujeta al derecho administrativo, con las disposiciones generales de rango inferior a la ley y con los reales decretos legislativos en los términos previstos en el artículo 82.6 de la Constitución, de conformidad con lo que establezca la ley de esa jurisdicción. También conocerán de los recursos contra la inactividad de la Administración y contra sus actuaciones materiales que constituyan vía de hecho.

Conocerán, asimismo, de las pretensiones que se deduzcan en relación con la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas y del personal a su servicio, cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de relación de que se derive. Si a la producción del daño hubieran concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional. Igualmente conocerán de las reclamaciones de responsabilidad cuando el interesado accione directamente contra la aseguradora de la Administración, junto a la administración respectiva.

También será competente este orden jurisdiccional si las demandas de responsabilidad patrimonial se dirigen, además, contra las personas o entidades públicas o privadas indirectamente responsables de aquéllas.



Así pues, el perjudicado, tanto si la acción se dirige sólo contra la Administración, como si la demanda es conjunta contra ésta y contra particulares, debe utilizar la vía contencioso-administrativa para reclamar la correspondiente indemnización.

Decíamos antes que ya se había zanjado casi la cuestión, pero no toda, porque se suscita no obstante la duda sobre si es posible demandar a la Administración por la vía contencioso-administrativa y a los particulares por la vía civil. Algunos autores así lo han entendido, porque lo que se hace con la reforma del art. 9.4 de la LOPJ, según ellos, es posibilitar la vía contencioso-administrativa para actuar conjuntamente contra la Administración y contra los particulares; pero no se deroga el régimen general según el cual siempre pueden acudir a la vía civil contra los particulares  (24) . Para otros, sin embargo, esto no es posible, y la única forma de que pueda demandarse a los particulares por la vía civil es que el perjudicado renuncie a reclamar en vía contencioso-administrativa contra la Administración.

La doctrina mayoritaria y la jurisprudencia habían defendido, como vimos anteriormente, la competencia de los tribunales civiles también en las pretensiones contra la Administración en los casos de demanda conjunta con los particulares, para evitar la división de la continencia de la causa, la aparición de posibles fallos contradictorios, la economía procesal... Pero como ahora la Administración debe ser demandada necesariamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa, el problema seguirá existiendo siempre que el perjudicado decida demandar a los particulares por la vía civil, reproduciéndose todos los inconvenientes que se pretendían evitar.

En conclusión, la solución al problema de la jurisdicción competente se encuentra hoy resuelto con fundamento en la LRJAP, art. 139 y ss., y la LRJCA que reforma el art. 9.4 de la LOPJ de la siguiente manera:


	
1. En las demandas sólo contra la Administración es competente la jurisdicción contencioso-administrativa. 

	
2. En las demandas conjuntas contra la Administración y los particulares es competente también la jurisdicción contencioso-administrativa, que en este caso deberá decidir sobre la responsabilidad patrimonial de la Administración y de los presuntos corresponsables particulares. 

	
3. Queda así cerrada la vía civil para las reclamaciones contra la Administración y se acaba con la picaresca de demandar a un particular conjuntamente con la Administración para proceder contra ésta por la vía civil. 



No obstante, sigue quedando abierta la vía civil para estos dos supuestos:


	
1. Cuando a pesar de todo el perjudicado decida demandar al particular por la vía civil, pues sigue vigente el régimen general. 

	
2. Cuando se trate de compañías aseguradoras, ya que ellas no responden en ningún caso como corresponsables del hecho dañoso, y por lo tanto no les es de aplicación el art. 9.4 de la LOPJ que dice textualmente: «Si a la producción del daño hubieran concurrido sujetos privados, el demandante deducirá también frente a ellos su pretensión ante este orden jurisdiccional». 



La situación, al menos legalmente, parece clara. Pero el inconveniente es que todavía quedan puertas abiertas a la doble vía y ésta no es la mejor de las soluciones. Como dice Gomero Casado, el perjudicado puede optar por la demanda contra la Administración por la vía contencioso-administrativa y contra el particular por la vía civil, aunque lo preferible, por todas las razones que antes hemos apuntado, sería que se acumularan las acciones y se procediera conjuntamente por la vía contencioso-administrativa  (25) .

La indemnización (art. 141.2, 3 y 4 de la LRJAP) se calculará con arreglo a los criterios establecidos en la ley de expropiación forzosa, la legislación fiscal y demás normas aplicables, ponderándose además los valores de mercado. La cuantía se calculará con referencia al día en que se produjo la lesión y con actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento, por lo que se habrá de tener también en cuenta el IPC correspondiente a este periodo, así como los intereses de demora.

La indemnización podrá realizarse mediante una compensación en especie, o abonarla mediante pagos periódicos, cuando resulte más adecuado para la reparación del daño y así convenga al interés público, aunque debe existir acuerdo con el interesado.

Cuando exista concurrencia de Administraciones responsables, porque el daño se deriva de la actuación conjunta de varias Administraciones Públicas, éstas, de acuerdo con el art. 140.1 y 2 de la LRJAP, responderán de forma solidaria en función de la distribución de la responsabilidad que haga el instrumento jurídico que reguló la actuación conjunta.

Para los demás supuestos de concurrencia en la producción del daño, la responsabilidad de cada administración se fijará atendiendo a los criterios de competencia, interés público tutelado e intensidad en la intervención. Será solidaria cuando no sea posible dicha determinación.

La responsabilidad de la Administración en las relaciones de derecho privado es el último aspecto a tener en cuenta en esta parte. En las actuaciones de la Administración en relaciones de derecho privado  (26)  ésta responde directamente de los daños y perjuicios causados por el personal a su servicio, como si fueran actos propios de ella, y la responsabilidad se exigirá de la forma prevista en el art. 139 y ss. de la LRJAP.

3.2.3.  La responsabilidad del profesorado de los centros públicos

En este campo se incluye tanto la responsabilidad propiamente dicha como la acción de repetición y la posible exención de responsabilidad. Tal como hemos visto antes, en los centros públicos la responsabilidad civil es objetiva y directa ex art. 139.1 y 145.1 de la LRJAP respectivamente, y es la Administración, como titular del centro, la llamada a responder.

Tras la reforma del Código Civil por la Ley 1/1991, de 7 de enero, el art. 1904 de dicho código establece que «cuando se trate de centros docentes de enseñanza no superior, sus titulares podrán exigir de los profesores las cantidades satisfechas si hubiesen incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones que fuesen causa del daño».

En consonancia con esta línea argumental, y con fundamento jurídico en la LRJAP, la Administración cuenta, a su vez, con la acción de repetición contra los funcionarios, en este caso los profesores y demás personal a su servicio, según lo dispuesto en el art. 145.2 y 3 de la LRJAP  (27) , de acuerdo con las siguientes reglas y condiciones:


	
1. Que la Administración haya indemnizado ya a los perjudicados. 

	
2. La repetición, tras la reforma operada en el art. 145.2 de la LRJAP por la Ley 4/1999, de 13 de enero, ya no es optativa, se exige de oficio. 

	
3. Que se aprecie dolo o culpa grave en los docentes. 

	
4. Se exigirá a través de la instrucción del correspondiente procedimiento, distinto del que sirvió para sancionar al titular del centro, y partiendo de la presunción de inocencia, no teniéndose por probada la culpa que se le haya imputado en el proceso contra la Administración. 



Se tendrán además en cuenta, en todo caso, los siguientes criterios:


	
1. El resultado dañoso producido. 

	
2. La existencia o no de responsabilidad. 

	
3. La responsabilidad profesional 

	
4. Su relación con la producción del resultado del daño. 



Con la reforma operada en el art. 145.2 de LRJAP se ha visto fortalecida la acción de regreso de la Administración, que ha pasado de ser potestativa a ser obligatoria y a exigirse de oficio.

El término «profesor» debe englobar tanto al profesorado en sí como al resto del personal del centro con funciones y responsabilidades in vigilando, es decir, los que tengan algún deber de guarda y vigilancia de los alumnos y autoridad para su control  (28) .

Es opinión errónea y generalizada entre bastantes docentes que los profesores han quedado a cubierto de toda responsabilidad, y que desde la Ley 1/1991 de reforma de los Códigos Civil y Penal en materia de responsabilidad civil del profesorado, ya no responden por los hechos dañosos que ocurran en el desempeño de sus funciones docentes, porque quien responde es la Administración, titular del centro. Las reivindicaciones del profesorado y las duras negociaciones de los sindicatos dieron, es verdad, su fruto en este sentido, pero no hasta el punto de hacerles inmunes, como en una lectura superficial e interesada de la normativa pudiera parecer. Lo cierto es que el profesorado sigue siendo responsable. La diferencia con respecto a la legislación anterior  (29)  es que ahora la responsabilidad no es directa, sino en vía de regreso por la acción de repetición de la Administración. Eso sí, como vimos más arriba, bajo determinadas condiciones, entre las que está el que se aprecie dolo o culpa grave en su actuación. Como además esta acción de regreso es ahora de oficio, obligatoria (aspecto que parece que no se tiene muy en consideración, pues anteriormente a la reforma esta acción era optativa y no se llevaba a cabo prácticamente nunca, de ahí el sentimiento de inmunidad), es por lo que afirmamos que el profesorado también tiene y se le exige responsabilidad por los hechos dañosos acaecidos con ocasión de su actividad docente, tanto en las actividades escolares propiamente dichas, como en las extraescolares y complementarias.

Sobre la posible exención de responsabilidad del profesorado de los centros públicos: desde la promulgación y entrada en vigor de la LRJAP el perjudicado no puede dirigir su acción contra el centro ni contra el profesorado, aunque éste haya sido el causante del daño con ocasión de su actividad docente. Tampoco en el caso de que el responsable directo o indirecto del daño sea alguna otra persona del centro que se encuentre al servicio de la Administración. La justificación de esta limitación de la acción del perjudicado se fundamenta, según la doctrina, en las siguientes razones:


	
1. La derogación expresa del art. 43 de la LRJAE, en la que se regulaba la acción de los particulares contra los funcionarios públicos, cuando éstos hubieran actuado y causado el daño mediando dolo o culpa grave. 

	
2. El propio art. 145.1 de la LRJAP en el que se establece que para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial de la Administración los particulares se la exigirán a ésta directamente. En parecidos términos se regula en el R. D. 429/1993, de 26 de marzo, Reglamento de los Procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, que en su art. 19 dice que «los particulares exigirán directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados por las autoridades y el personal a su servicio, de conformidad con lo previsto en el art. 145 de la LRJAP». 



La posible imputación que algunos autores siguieron defendiendo a pesar de la promulgación de la LRJAP, para que los funcionarios públicos continuaran respondiendo frente a los perjudicados ex artículos 1902 y 1903 del Código Civil, y no se vieran, en su criterio, mermadas las garantías de los particulares  (30) , es una tesis que ha quedado definitivamente superada tras la promulgación de la Ley 4/1999 de Reforma de la LRJAP, que modificó el art. 146.1 de dicha ley estableciendo que «la responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirá de acuerdo con lo revisto en la legislación correspondiente».

Atienza Navarro  (31)  llega a la conclusión de que «la responsabilidad patrimonial de la Administración Pública sustituye a la del profesorado frente a los perjudicados» y lo califica como un privilegio injustificado e innecesario que quizá vaya incluso contra el art. 14 de la Constitución.

Una lectura puntual de una cita como ésta da pie a que se siga sustentando la opinión de muchos docentes, a mi juicio errónea, de considerarse a cubierto de toda responsabilidad, ya que ésta recae directamente sobre la Administración. Y no es del todo cierto ni que la responsabilidad de la Administración sustituya a la del profesorado, ni que esto sea un privilegio, por lo que trataré de apuntar dos razones lo suficientemente sólidas que avalen mi postura:

En primer lugar, la responsabilidad de los profesores no queda sustituida por la de la Administración, sino sólo aplazada temporalmente hasta el ejercicio de la acción de regreso, en el caso de dolo o culpa grave.

En segundo lugar, porque como ya expuse anteriormente al hablar de la responsabilidad por el funcionamiento anormal de los servicios públicos, lo que se da es una similitud, en el fondo, entre la responsabilidad civil ex art. 139.1, y 145.2 de la LRJAP, aplicables al profesorado de los centros públicos, con los art. 1903 y 1904 del Código Civil, aplicables al profesorado de los centros privados, pues la pretendida responsabilidad objetiva y directa de la LRJAP se queda en cuasi-objetiva a la hora de la práctica jurisprudencial, muy remisa a condenar al margen de la culpa, y la supuesta responsabilidad por culpa del art. 1903 CC in fine se termina convirtiendo también en cuasi-objetiva debido a la imposibilidad práctica de probar en la mayoría de los casos el empleo de toda la diligencia debida para prevenir el daño. Con lo que los supuestos privilegios quedan muy cuestionados, si es que no son, en la práctica, inexistentes.

Para concluir, en nuestra opinión las posibles causas de exoneración no hay que buscarlas en la responsabilidad directa de la Administración, pues la indemnización patrimonial terminará recayendo finalmente, en la medida que corresponda, sobre los profesores, por vía de regreso (derecho de repetición de la Administración) si éstos han incurrido en responsabilidad de la causa del daño por dolo, culpa o negligencia grave con ocasión de su actividad docente.

Las causas de exoneración habrá que buscarlas, pues, en:


	
1. La ausencia de dolo, culpa o negligencia grave en el desarrollo de su función docente, a consecuencia de la cual se ha producido o ha contribuido a producirse el daño. 

	
2. En relación con lo anterior, en el cuidado extremo que viene manteniendo la práctica jurisprudencial para encontrar algún fundamento en el funcionamiento anormal, y en definitiva en la culpa, antes de dictar una sentencia condenatoria. 

	
3. La exigencia estricta y rigurosa del nexo causal, que también libera de responsabilidad, como hemos visto, a la Administración, y que es la contrapartida para poner límites y hacer más razonable y comprensible una legislación tan garante para los perjudicados como es la fórmula de la responsabilidad objetiva imputada a la Administración. 



3.3.  La responsabilidad civil en los centros docentes privados de enseñanza no superior

3.3.1.  Los centros privados y su regulación

Recordamos que según la clasificación que hace la LOE en su art. 108, apartados 1 y 2, los centros pueden ser públicos y privados. Los concertados son los que están acogidos a los conciertos legalmente establecidos con el Estado y que se financian con fondos públicos. La creación de este tipo de centros docentes se ampara en:


	
1. Lo dispuesto en el art. 27.6 de la Constitución, donde «se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto a los principios constitucionales». 

	
2. El art. 21.1 de la L. O. 8/1985, LODE: «Toda persona física o jurídica de carácter privado y de nacionalidad española tiene libertad para la creación y dirección de centros docentes privados, dentro del respeto a la Constitución y lo establecido en la presente ley». 



Su denominación e inscripción se hará de acuerdo con lo dispuesto en el art. 13 de la LODE, donde se establece que «todos los centros tendrán una denominación específica y se inscribirán en un registro público dependiente de la Administración Educativa competente, que deberá dar traslado de los asientos registrales al Ministerio de Educación y Ciencia en el plazo máximo de un mes». El titular del centro privado es «la persona física o jurídica que conste como tal en el Registro de Centros de la correspondiente Administración Educativa», según el art. 108.3 de la LOE.

La responsabilidad civil en un centro docente privado de enseñanza no superior se asienta en tres artículos:


	
1. El art. 1902 CC, como principio general de responsabilidad por hechos propios, siempre que exista dolo o negligencia indica: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado». 

	
2. El art. 1903 CC, como principio general de responsabilidad del titular del centro por hechos ajenos, por los daños y perjuicios que causen sus alumnos menores de edad; y en su caso por los propios, pues también responde ex art. 1903 por este tipo de hechos, como veremos más adelante. Su responsabilidad cesará cuando hubiesen obrado con toda la diligencia legalmente exigida. «La obligación que impone el artículo anterior (1902 CC) es exigible no sólo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas de quienes se debe responder. Lo son igualmente los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones. Las personas o entidades que sean titulares de un centro docente de enseñanza no superior responderán por los daños y perjuicios que causen sus alumnos menores de edad durante los periodos de tiempo en que los mismos se hallen bajo el control o vigilancia del profesorado del centro, desarrollando actividades escolares o extraescolares y complementarias. La responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño». 

	
3. El art. 1904 CC, como fundamento del derecho de repetición en vía de regreso, señala que el titular, una vez satisfecha la indemnización, podrá dirigirse contra los profesores que hubieren contribuido con su conducta dolosa o gravemente negligente a la causación del daño. «El que paga el daño causado por sus dependientes puede repetir de éstos lo que hubiese satisfecho. Cuando se trate de centros docentes de enseñanza no superior, sus titulares podrán exigir de los profesores las cantidades satisfechas, si hubiesen incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones que fuesen causa del daño». 



Estas disposiciones son fruto de la reforma por la Ley 1/1991, de 7 de enero, en la que se produjo un cambio en el sujeto de imputación cuando hubiera que responder por los daños causados por los alumnos. Según al antiguo artículo 1903 CC, en correlación con el art. 22.2 del antiguo Código Penal, la responsabilidad recaía en los directores y profesores; ahora, tras la citada reforma y la nueva redacción del art. 1903 CC, ésta recae en el titular del centro.

3.3.2.  La responsabilidad del titular del centro privado

Ya en la tramitación parlamentaria de la Ley 1/1991 se precisó y se dejó claro que no cabía identificar al titular del centro con el director y menos con el profesorado. La intención del legislador fue que la responsabilidad recayera sobre el titular, no sobre sus subordinados, aunque éstos, como es el caso del director, el jefe de estudios y demás cargos dispongan de poder organizativo en cuanto a las actividades docentes.

El titular de un centro privado, como acabamos de ver al principio en el planteamiento general, es la persona física o jurídica que consta como tal en el registro público de la Administración Educativa correspondiente, art. 13 y 108.3 LOE.

La especificidad de concertado, dentro de los centros privados, le viene de que, aunque es de titularidad privada, su sostenimiento se hace con fondos públicos y su titular puede ver controlado directamente su poder de actuación por el Consejo Escolar.

Así pues, los centros de titularidad privada:


	
1. Son de libre creación. 

	
2. Su titular es una persona física o jurídica de carácter privado. 

	
3. Tienen libertad y autonomía de organización y dirección, dentro de los límites de la Constitución y de la propia ley. 

	
4. Si es concertado, existe un acuerdo o concierto en forma de contrato en el cual una y otra parte asumen una serie de obligaciones recíprocas estipuladas en él. De forma general, consisten en la asignación y provisión de fondos por parte de la Administración, y por parte de los centros en «la obligación de impartir gratuitamente las enseñanzas» objeto de dichos conciertos, art. 51.1 LODE. 

	
5. En cuanto a la responsabilidad, los centros privados y los privados concertados tiene el mismo régimen, se rigen por las mismas normas. 



Las normas para el resarcimiento de los daños producidos se regulan en el ordenamiento español en el Código Civil y en el Código Penal, y esto ha sido siempre una fuente continua de problemas. La posible explicación a esta doble regulación podría estar en que, como dice Pantaleón Prieto, «toda culpa penal es culpa civil». Por lo tanto, cuando el juez penal juzga, por razones de economía procesal y para evitar la peregrinación de jurisdicciones, siempre que el perjudicado no haga reserva de las acciones civiles, podrá pronunciarse acerca de la responsabilidad civil y del resarcimiento del daño»  (32) .

El problema no existiría si, siguiendo en este punto a Yzquierdo Tolsada  (33) , partiéramos de que la naturaleza de la responsabilidad civil en un caso y otro es la misma; que la responsabilidad civil es una, nazca ésta de un ilícito civil o de un ilícito penal, porque lo que importa a la responsabilidad civil es el resarcimiento patrimonial del daño, y no el castigo. Sin embargo, parece ser que el legislador sigue insistiendo en esta doble regulación porque el ordenamiento civil, con sus artículos 1902, 1903 y 1904 del Código Civil, le parecen insuficientes y prefiere tratar de forma diferenciada la responsabilidad civil derivada de un hecho tipificado en el Código Penal como delito o falta. Y no sólo en el ámbito de los infractores responsables mayores de edad a los que se les aplica el Código Penal, sino también respecto de los infractores menores imputables que deberán hacer frente a la responsabilidad civil derivada de un hecho delictivo de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 5/2000, Ley Orgánica de Responsabilidad Penal del Menor.

El fundamento de la responsabilidad del titular del centro privado lo encontramos en los artículos 1903 y 1904 del Código Civil, que ya hemos citado con anterioridad. Un análisis del art. 1903 CC nos lleva, en principio, a hacer las siguientes consideraciones:


	
1. El titular del centro responde por los daños causados por los alumnos que no han sido vigilados o controlados con la debida diligencia por los profesores. Responde por la culpa in vigilando de los profesores, sin que sea necesaria su propia culpa: «...responderán por los daños y perjuicios que causen sus alumnos menores de edad durante los periodos de tiempo en que los mismos se hallen bajo el control o vigilancia del profesorado del centro». 

	
2. La culpa in vigilando que se imputaba a los maestros y directores en el art. 1903 CC y el art. 22. 2 CP antes de la reforma no se ajusta a las funciones docentes actuales ni a la presente realidad social. Se trataba de normas concebidas en momentos en que existía una relación de sujeción del alumno al profesor en términos que hoy no se producen en el discurrir diario de la vida docente, tal como se indica en la exposición de motivos de la Ley 1/1991, que reformó el Código Civil y el Código Penal en materia de responsabilidad del profesorado. No obstante, tras la reforma, y a la vista del contenido de la nueva redacción del precepto, la culpa in vigilando, en su concepción actual, sigue teniendo mucho peso en la jurisprudencia. Todo ello induce a modificar el régimen de responsabilidad a fin de establecer que quien responda de los daños ocasionados por sus alumnos sean las personas o entidades titulares de los centros, que son quienes deben adoptar las correspondientes medidas de organización, sin perjuicio de que en supuestos tasados, y a ello obedece la reforma del artículo 1904 del Código Civil, el titular pueda ejercer ciertas reclamaciones al personal docente. 

	
3. Se permite al titular liberarse de la responsabilidad si prueba que ha empleado toda la diligencia legalmente exigida: «La responsabilidad de que trata el artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño». 

	
4. Una vez el titular del centro haya llevado a cabo la indemnización, puede repercutirla, en vía de regreso, ex art. 1904 CC, contra los profesores que hayan contribuido a la generación del daño con una conducta dolosa o gravemente negligente. Al señalar el precepto que puede hacerlo por las cantidades satisfechas, se plantea la cuestión de si la repercusión es por el total, atendiendo a la letra de la ley o, como es lo lógico, sólo por la parte proporcional en el caso de que el titular del centro también haya contribuido con culpa propia. 

	
5. Por último, al establecer el art. 1904 que «los titulares podrán exigir», parece que el precepto no tiene carácter imperativo, sino optativo, dispositivo; a diferencia de lo establecido para los centros públicos en el art. 145.2 de la LRJAP, según el cual el titular del centro, la Administración, lo exigirá de oficio. 



De este análisis se concluye:


	
1. La responsabilidad del titular del centro tiene un componente objetivo en cuanto que responde por el daño causado sin que sea necesaria su propia culpa. Este componente objetivo se ve en cierto modo reforzado por la dificultad con la que se va a encontrar el titular del centro para probar que obró con toda la diligencia legalmente exigida. 

	
2. Tiene a su vez un carácter predominantemente subjetivo en el aspecto teórico, en cuanto que puede exonerarse de la responsabilidad si demuestra que no ha habido culpa por su parte. 

	
3. Es directa por los daños causados por los alumnos en las circunstancias a que hace referencia el art. 1903 CC, pues es el titular del centro el que responde, en principio, directamente; pero tiene también, a nuestro juicio, un componente subsidiario indirecto en cuanto que, ex art. 1904 CC, éste puede repetir en vía de regreso las cantidades satisfechas contra aquellos profesores en los que se haya apreciado dolo o negligencia grave, influyendo con ello en la generación del daño. 



Así pues, como hemos visto, según lo preceptuado en el art. 1903 CC, el responsable es el titular del centro siempre que se den una serie de premisas: que el centro sea de enseñanza no superior, que los daños y perjuicios los causen sus alumnos menores de edad, y que los daños se produzcan en los periodos de tiempo que están bajo el control del profesorado desarrollando actividades escolares, extraescolares o complementarias. Veamos qué supuestos pueden darse:


	
1. Que se deba a un fallo o un defecto en las medidas de organización educativas adoptadas por el centro. Véase la SAP de Bilbao, de 20 de noviembre de 1991  (34) . 

	
2. Que al acto dañoso haya contribuido el comportamiento negligente por culpa in vigilando del profesorado. Así sucedió, por ejemplo, en el caso de la Sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 10 de diciembre de 1996  (35) . 

	
3. Que en la generación del daño concurran la culpabilidad del titular del centro y del profesorado. Véase la SAP de Cantabria de 6 de febrero de 1996  (36) . 

	
4. Que la causación del daño por el alumno se haya producido de forma imprevisible e inevitable (caso fortuito). Véase a tal efecto la Sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 21 de noviembre de 1990  (37) . 



La responsabilidad subjetiva por culpa exige varias condiciones, empezando por el nexo causal. La imputación del titular del centro privado ex art. 1903 CC responde a un criterio subjetivo de culpa. Cuando el daño causado directamente por el alumno se imputa al titular del centro ex art. 1903 CC, éste responde por un hecho propio. Su responsabilidad es indirecta, ya que él no es el causante directo del daño, pero la imputación es directa, como sujeto llamado a responder por culpa propia, debido a su contribución a la generación del daño, del que es causa mediata e indirecta. Su exoneración estará vinculada a que, según lo dispuesto en el art. 1903.6 CC, demuestre que ha empleado la diligencia debida en cuanto a sus deberes in vigilando, in eligendo y respecto a la organización de las actividades del centro, así como a la adopción de las medidas de seguridad necesarias y pertinentes. En definitiva, que ha cumplido con lo dispuesto en el citado precepto sobre la diligencia exigible a un buen padre de familia para la prevención del daño.

Sin embargo, se necesita una segunda condición sin la cual no es posible exigirle el resarcimiento: que si se trata de un daño causado por el alumno, éste pueda imputarse objetivamente a la conducta del titular del centro. Debe existir un nexo causal entre el daño del alumno y la conducta culpable del titular del centro. De tal forma que si el hecho se hubiera producido de todas las maneras, aunque hubiera adoptado toda la diligencia por su parte, estaría exonerado. Por lo tanto, cuando se interrumpe el nexo causal entre la conducta del titular del centro y el hecho dañoso del alumno, el titular del centro quedará exonerado de responsabilidad. Este planteamiento responde a situaciones de fuerza mayor, caso fortuito, culpa exclusiva de la víctima o la intervención de terceros.

La regla básica es, pues, que la conducta del titular del centro guarde necesariamente un nexo causal con el evento dañoso. Véase, a tal efecto, la sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 15 de diciembre de 1994  (38) . Su exoneración estará vinculada a la demostración de haber actuado con toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño, según el art. 1903 in fine, o a la inexistencia o ruptura del nexo causal.

De lo expuesto y del análisis de los posibles supuestos, optamos por una primera vía argumental: exigencia de responsabilidad subjetiva del titular del centro ex art. 1903 CC. Es el planeamiento que defiende la doctrina mayoritaria  (39) . Ya anteriormente a la reforma por la Ley 1/1991, de 7 de enero, se venía exigiendo la culpa como fundamento de la responsabilidad del profesorado:


	
1. Bien por conducta negligente, culpa in vigilando del profesorado, para la aplicación del art. 1903 CC. 

	
2. Bien por culpa en las medidas de organización del centro, para la aplicación del art. 1902 CC. 



Veamos a modo de ejemplo un caso anterior y otro posterior a la reforma:


	
1. Sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 17 de diciembre de 1941 (R. Ar. 1396). Hechos: un alumno sufre un accidente por causa fortuita durante el recreo y pierde un ojo. Fundamentos de derecho y fallo: el Supremo exonera de responsabilidad al centro, privado, porque «procedió con la diligencia de un buen padre de familia y el suceso no tuvo otros caracteres que los de un hecho fortuito y desgraciado». 

	
2. Sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 15 de diciembre de 1994. (R. Ar. 9421). Hechos: tres alumnos se escapan del colegio y uno de ellos sufre un accidente en unas instalaciones industriales que le ocasionan la muerte. Fundamentos de derecho y fallo: el Supremo aprecia conducta negligente por culpa in vigilando de los profesores y se condenó al titular del centro. 



En definitiva, se juzga con un fundamento de responsabilidad subjetiva. En cuanto al fundamento de ésta, el criterio para imputarla sigue siendo la culpa: bien por las deficiencias organizativas del centro, bien por comportamiento negligente del profesorado.

Cuando al daño causado en el centro contribuye el comportamiento doloso o negligente del profesorado, el titular del centro responde, según la opinión de la doctrina mayoritaria  (40) , con un criterio subjetivo de culpabilidad por culpa in vigilando o in eligendo. Es decir, negligencia en la elección o control del profesorado; de modo que si probara la diligencia legalmente exigida para prevenir el daño, podría verse exonerado de dicha responsabilidad. Si el daño se hubiera producido por la culpa única y exclusiva del profesor, deberá responder igualmente, teniendo en cuenta el fundamento subjetivo de su responsabilidad, por culpa in vigilando o in eligendo, con el agravante de que en este caso le será mucho más difícil probar que empleó toda la diligencia exigida en la elección o vigilancia del profesorado para verse exonerado  (41) .

Un ejemplo de responsabilidad por culpa in vigilando de los profesores, anterior a la reforma, lo tenemos en la sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 10 de noviembre de 1990 (R. Ar. 8538). Hechos: un alumno de seis años se lesionó en un ojo mientras se encontraba en el patio del colegio, bajo la vigilancia de los profesores, jugando a un juego peligroso en el que se empleaba una vara con dos extremos punzantes. Fundamentos de derecho y fallo: la demanda se dirigió contra el titular del centro ex art. 1903 CC, contra la Consejería de Educación y contra la compañía de seguros. El Supremo entró a valorar la conducta de los docentes y apreció que «no observaron la diligencia precisa y exigible en el cumplimiento de su deber de vigilancia a los alumnos a ellos confiados, al no advertir la práctica por el menor de un juego peligroso [y] hubo, por tanto, una conducta culposa de los profesores del colegio, culpa in vigilando suficiente para imponer al amparo (en ese momento) del art. 1903 IV CC y de la constante jurisprudencia de esta sala, la responsabilidad por culpa in vigilando o in eligendo a la entidad [...] de quienes los causantes del daño dependían».

Otro ejemplo, en este caso exoneratorio, sobre responsabilidad por culpa in vigilado, correspondiente ya a la etapa posterior a la reforma, lo tenemos en la sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 4 de junio de 1999 (R. Ar. 4286). Hechos: una niña que estaba jugando en el patio del centro en el periodo de tiempo que hay desde que llegan al centro hasta que es la hora de entrar a clase, sufre un accidente en la mano al ser pillada con la puerta por un alumno. Los padres demandan al centro por culpa in vigilando. Fundamentos de derecho y fallo: el Supremo, basándose en el carácter subjetivo de la responsabilidad del titular del centro ex art. 1903 CC, desestima la demanda al afirmar que la culpa in vigilando sólo es exigible cuando los profesores y demás personal del centro ya han asumido las funciones de vigilancia. La desestimación de la demanda se basa en que la responsabilidad del titular del centro ex art. 1903 CC está condicionada temporalmente a que los daños y perjuicios se produzcan durante los periodos de tiempo en que los alumnos se hallen bajo el control y vigilancia del profesorado. Tratándose de responsabilidad por culpa in vigilando, las funciones de guarda y custodia sólo se trasfieren a los cuidadores desde el momento de la entrada al centro hasta su salida de él, finalizada la jornada escolar. Dado que el Supremo entendió que no se había probado que la alumna sufriera las lesiones en el periodo de tiempo en el que los alumnos permanecen sujetos a la vigilancia del profesorado y personal del centro, desestimó la demanda.

Como conclusión de este punto podemos decir que mientras la jurisprudencia siga poniendo el fundamento de la responsabilidad en la culpa, la culpa in vigilando del profesorado siempre va a ser causa de responsabilidad civil del titular del centro. La ausencia de ésta será causa de exoneración si no hay otro fundamento para la culpa propia, como hemos visto respectivamente en los dos ejemplos anteriores.

La responsabilidad del titular del centro por conducta objetivamente negligente del profesor inimputable nos plantea una nueva cuestión. Al ser el profesor incapaz de culpa civil debido, por ejemplo, a un trastorno mental, el comportamiento objetivamente ilícito, en este caso del profesor, da origen a un acto dañoso del inimputable, del que nace la responsabilidad, y a una derivación de esa responsabilidad a la persona que deber responder por él. La responsabilidad se propaga a quien debe responder por el inimputable.

Haciendo una interpretación extensiva de lo que dice la doctrina aplicándolo a la responsabilidad del empresario por los hechos dañosos ocasionados por sus empleados, tendríamos:


	
1. Si el empresario o titular responde por culpa propia, es suficiente con que la conducta del profesor inimputable sea objetivamente negligente, es decir, no se exige en éste capacidad de entender y querer, sino solamente conducta negligente en términos objetivos. 

	
2. La culpa propia del titular responsable consistiría, en este caso, en no prevenir y evitar que el causante directo del daño lleve a cabo una conducta que, de ser realizada por una persona capaz de entender y querer, daría origen a un ilícito y a una responsabilidad. De ahí la necesidad de que la conducta del profesor deba calificarse de objetivamente negligente  (42) . 

	
3. Si, por el contrario, la responsabilidad es por hecho ajeno, sin que haya intervención del titular del centro en el daño causado por el profesor imputable, es necesario que la conducta del profesor sea dolosa o gravemente negligente; que nazca en el profesor y que se propague al sujeto llamado a responder, que es el titular del centro, en aplicación del art. 1903 CC. 



La culpa del profesorado no es siempre una condición necesaria para que el titular del centro responda por culpa propia ex art. 1903 CC, pues éste puede responder por culpa propia in vigilando o in eligendo, en cuyo caso sí se necesita la conducta al menos objetivamente negligente del profesorado; o bien por culpa propia debida a defectos de organización de la actividad docente y prevención de riesgos, en cuyo caso no es necesaria la concurrencia de la conducta negligente del profesor.

Una última cuestión a abordar con relación a la responsabilidad subjetiva es su compatibilidad con el derecho de repetición. El que la culpa sea el fundamento subjetivo de la responsabilidad civil del titular del centro es un inconveniente muy serio para que éste pueda ejercer después el derecho de repetición contra los profesores en los que se haya apreciado dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones, si nos atenemos al contenido literal de lo dispuesto en el art. 1904 CC: «sus titulares [los de los centros docentes] podrán exigir de sus profesores las cantidades satisfechas». Veamos las distintas posibilidades:


	
1. Si el único responsable es el titular, por un defecto por ejemplo en la organización de la actividad del centro, evidentemente no ha lugar al derecho de repetición. 

	
2. Si los responsables son los profesores o el resto del personal del centro, y el titular consigue en el proceso en vía de regreso probar que actuó con toda la diligencia exigida y exonerarse, podrá repercutir las cantidades satisfechas sobre los responsables directos del daño. 

	
3. El problema se plantea con relación a la literalidad del precepto cuando la culpabilidad es plural y corresponde a varios sujetos. En este caso, como ya señalamos de forma sucinta en otro momento, si el titular es también culpable, deberá responder lógicamente por su parte de culpa y no podrá repercutir las cantidades satisfechas, sino sólo la parte proporcional a la culpa de los profesores en los que concurra dolo o culpa grave. Así opina Ángel Yágüez  (43) . 

	
4. Algunos autores intentan salvar la contradicción literal del precepto trayendo a colación la posibilidad de que el titular, que ha sido condenado en el pleito con la víctima, sea después exonerado y absuelto en el proceso de repetición en vía de regreso contra los profesores, lo que le legitimaría para, en ese caso, repercutir contra ellos las cantidades satisfechas. 

	
5. Gómez Calle  (44)  aporta otra posible solución a la cuestión poniendo como criterio para la repetición de las cantidades satisfechas el grado de gravedad de la conducta del titular. Si la conducta de éste no es significativamente grave, sí podría ejercitar la repetición por el total de las cantidades satisfechas contra los profesores que sí actuaron de forma dolosa o gravemente culposa. Pero si la conducta del titular ha sido también significativamente grave, coincide con la mayoría de la doctrina en que la repetición sólo podrá ser por la parte proporcional a la culpa de los profesores. 



Algunos autores ponen el argumento principal de la responsabilidad del titular ex art. 1903 CC en la deficiente adopción de las medidas organizativas del centro o en la falta de diligencia. Es decir, en la asunción de un riesgo. No cabe duda de que el art. 1903 CC es el sólido fundamento en el que se basa la responsabilidad subjetiva del titular del centro. Sin embargo, dada la tendencia general de los ordenamientos y de la práctica jurisprudencial hacia la objetividad, buena parte de la doctrina  (45)  se pregunta si la responsabilidad de los centros docentes privados no va a terminar también por considerarse de hecho cuasi-objetiva. La razón es que tiende a considerarse el centro privado como una empresa cuya explotación genera beneficios económicos para el titular o propietario. Pero la puesta en práctica de esa actividad docente generadora de beneficios, trae consigo unos riesgos de daños que deberá afrontar precisamente quien se lucra con dicha actividad. Siendo así, el titular del centro responde objetivamente con fundamento en el criterio o teoría del riesgo creado: el que se lucra con los beneficios de la actividad, asume la responsabilidad objetiva por los riesgos de daños que se crean para generarlos.

El planteamiento, en principio, parece lógico cuando se trata de centros privados que funcionan como una empresa o sociedad, pues, en todo caso, siempre podrán repercutir el coste del riesgo en los precios. No obstante, el problema se plantea cuando se trata de centros privados sin ánimo de lucro y que no funcionan como una empresa. En este caso los centros «se ven obligados» a contratar un seguro de responsabilidad civil que cubra sus riesgos. Esto trae consigo un aumento de los costes y de esta forma, aún sin ánimo de lucro, corren con el inconveniente de la responsabilidad objetiva por riesgo en el desarrollo de la actividad.

Esta situación se agudiza aún más cuando los centros son concertados, pues además de tener excluida la finalidad lucrativa, sus ingresos están tasados y ajustados, lo que «no les permite» afrontar la contratación de un seguro ya que no pueden distribuir socialmente el daño aumentando los costes. El art. 51 de la LODE los equipara a fundaciones benéfico-docentes para reconocerles los mismos beneficios que a éstas, pero también para imponerles obligaciones, entre ellas las contempladas en el art. 52 de la misma ley y en el art. 88 de la LOE, que excluyen el carácter lucrativo de las actividades extraescolares, de las actividades complementarias y de los servicios escolares. Todo ello, como hemos dicho, impide repercutir socialmente los gastos derivados del riesgo de su actividad, con lo que la única solución es que los padres o tutores contraten un seguro voluntario que cubra los posibles daños que sus hijos puedan causar.

Por todo lo dicho, la doctrina mayoritaria sigue abogando por el fundamento subjetivo de la responsabilidad, a no ser que se trate efectivamente de un centro que funcione como una empresa de servicios, con finalidad lucrativa por lo tanto, en cuyo caso el titular deberá asumir la responsabilidad objetiva por riesgo.

Disintiendo de la doctrina mayoritaria del fundamento subjetivo de la responsabilidad del titular del centro por culpa, encontramos la opinión de Zelaya Echegaray y de Táuler Romero  (46) . Según uno y otra, el criterio del riesgo es el fundamento objetivo más plausible, ex art. 1903, para la atribución de dicha responsabilidad, en consonancia con las nuevas corrientes del derecho, que tienden a trasladar la responsabilidad del profesor por culpa in vigilando hacia el titular del centro por responsabilidad objetiva, basándose en la teoría o en el criterio del riesgo empresarial que lleva implícito el desarrollo de la actividad docente. Este régimen de responsabilidad del titular del centro cumple además con los requisitos que permiten la aplicación de la teoría del riesgo de las actividades empresariales a los daños que pueden causarse con motivo de la actividad docente. A saber:


	
1. Una actividad organizada, la educativa. 

	
2. La cuasi-certeza de que se van a producir daños, previsibles por lo tanto, pero inevitables, en un plazo más o menos corto de tiempo. 

	
3. La asegurabilidad de los daños. 



Según Atienza Navarro  (47) , el criterio por riesgo utilizado para imputar al empresario sólo sería aplicable, si acaso, para la exigencia de la responsabilidad del titular del centro por los hechos dañosos de los profesores, ya que cuando organiza y pone en marcha la actividad educativa del centro del que es titular debe tener en cuenta, y de hecho así lo hará, los costes derivados de los daños que puedan ocasionar sus profesores-empleados. Contratará una póliza de seguro de responsabilidad civil, y su coste lo repercutirá en el precio que pagarán los beneficiarios de la actividad. Este criterio de riesgo no sería aplicable cuando el titular tuviera que responder por los daños causados por sus alumnos debido a un caso fortuito, es decir, cuando se producen de forma imprevisible e inevitable en relación con la vigilancia y prevención del daño por parte de quienes tienen encomendada su vigilancia. Le parece criticable que los titulares de los centros tuvieran que responder por los daños causados fortuitamente por los alumnos. Sería llevar las cosas demasiado lejos, a una responsabilidad objetiva estricta. Según la autora, en el campo del derecho de daño imperan dos corrientes: la culpabilista, con fundamento subjetivo en la culpa; y la objetivista, con fundamento en el criterio del riesgo. Pues bien, en el ámbito de la docencia debería imperar el fundamento subjetivo culpabilista, a no ser que la ley señale expresamente que se deba seguir un criterio objetivista, y dejar el criterio del riesgo para las actividades productivas en sentido estricto, como pueden ser las empresas industriales dominadas por el maquinismo y las nuevas tecnologías, en las que el riesgo es consustancial al desarrollo de la actividad.

Finalmente existe una posición intermedia, la defendida por Roca i Trías  (48) , que opina que el fundamento de la responsabilidad es distinto, dependiendo de quien sea el autor directo de los daños:


	
1. Si los autores directos de los daños son los alumnos, la responsabilidad del titular del centro tendrá fundamento subjetivo en la culpa propia, siguiendo el criterio de la culpa in vigilando ex art. 1903.5 CC. 

	
2. Si los autores del daño son los profesores, la responsabilidad del titular del centro es objetiva y vicaria ex art. 1903.4 CC, pues responde como lo haría un empresario por los hechos de sus empleados. La diferencia está en en que su acción de repetición en vía de regreso queda condicionada a la apreciación de dolo o negligencia grave en su comportamiento. 



La jurisprudencia del Tribunal Supremo viene reconociendo, como vimos más arriba (sentencias de la sala 1ª de 10 de noviembre de 1990 y 4 de junio de 1999), que la responsabilidad por culpa es el fundamento básico para la atribución de responsabilidad en nuestro derecho. Así lo declaran también otros tribunales, como vemos en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, en su sala de lo civil, de 4 de diciembre de 1995 (R. Ar. 9667). Hechos: una niña murió a consecuencia de un ataque epiléptico que le sobrevino al ser golpeada por un balón durante una clase de gimnasia. Fundamentos de derecho y fallo: en la sentencia se señala que «la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha declarado reiteradamente en la interpretación de la responsabilidad de los profesores y centros de enseñanza por los daños causados por sus alumnos o acaecidos a los mismos durante el periodo de dependencia escolar, que dicha responsabilidad no puede de ningún modo objetivarse y desligarse de la imputación y prueba efectiva de una conducta culpable, pues no se trata de asumir socialmente un daño consecuencia de una actividad de riesgo, como sucede en los daños acaecidos en el ámbito de la circulación de vehículos de motor, o en aquellos otros correspondientes a actividades empresariales industriales, sino de extremar los cuidados de vigilancia y cuidado consustanciales a la misma actividad educativa, y acentuados por la especial dependencia y vulnerabilidad de los niños y menores». La sentencia rechaza el criterio del riesgo argumentando que si bien la responsabilidad subjetiva evoluciona doctrinal y jurisprudencialmente hacia la objetivación como consecuencia, entre otras cosas, del gran incremento de riesgos que traen consigo los avances en el campo de la tecnología y de la industria, y que constituye una exigencia social que el creador del riesgo deba asumir todas sus consecuencias, este planteamiento es de aplicación a supuestos específicos, como los daños derivados de los accidentes con vehículos a motor o los que se producen con motivo de las actividades empresariales e industriales que conlleven un factor de peligrosidad. Sin embargo, no parece adecuado extenderlo al ámbito docente.

No obstante, como vemos, existe una tendencia a la objetivación de la responsabilidad en los últimos tiempos, a la que se llega también por otras vías que no son la aplicación del criterio de riesgo y que consisten en la inversión de la carga de la prueba y la dificultad que el titular del centro va a encontrar para poder probar que ha empleado toda la diligencia legalmente exigida y quedar exonerado. Estos dos elementos, al que se añade el incremento de los riesgos propios de un gran desarrollo tecnológico, van convirtiendo la tradicional responsabilidad por culpa, con fundamento subjetivo, en cuasi-objetiva, cuando no en objetiva, con un acercamiento al criterio del riesgo. Como prueba de que ello sucede al menos en algunos casos, tenemos la sentencia de AP de Gerona, de 2 de marzo de 1995 (Ar. Civ. 1995, n1 728). Hechos: una alumna de un centro sufrió graves lesiones al caerle encima los cristales rotos de una ventana en un periodo de actividad extraescolar. Fundamentos de derecho y fallo: la sentencia hace mucho hincapié en el fundamento objetivo de la responsabilidad tras la reforma por la Ley 1/1991, y aplica la teoría del riesgo cuando dice que «dicha reforma ha venido a confirmar el criterio consolidado ya, por vía de la jurisprudencia, de la responsabilidad objetiva, que sustituye a la responsabilidad por culpa de la teoría clásica». La fundamentación la hace ex art. 1903.5. CC afirmando que «dicho artículo es la especie de un género mayor, esto es, la idea del riesgo como fundamento de la responsabilidad aquiliana, que supone que aquél que ejerce una actividad, en este caso una entidad religiosa titular de un centro educativo, que necesariamente lleva aparejada la posibilidad de que se produzca un daño para otras personas, responda de los daños derivados del ejercicio de la actividad, con independencia de que exista culpa o no por su parte. El titular de ésta responde porque tiene el poder de control sobre la misma, porque está en condiciones de asegurarse frente a sus consecuencia dañosas, y porque, de la misma manera que la actividad genera el riesgo, produce la obtención de los beneficios a ella aparejados. Por ello deben pesar también sobre él las consecuencias dañosas de la misma».

Sin embargo, no debemos olvidarnos, ya lo hemos dicho también en otra ocasión, de que el tribunal «nunca» va a dejar de considerar la responsabilidad basada en el criterio subjetivo de la culpa, por muchas alegaciones que se hagan a favor del criterio por riesgo. ¡Y tampoco dejó de hacerlo en el caso de la sentencia citada! en la que enjuició el comportamiento de los docentes para terminar afirmando que «consecuencia de lo expuesto es la conducta claramente culposa del personal del centro por omisión de no cuidar al alumnado en hora extraescolar. [...] Todo ello devino causante provocador de lo sucedido, con acreditada falta de la diligencia necesaria de un buen padre de familia para prevenir el daño, que refiere el párrafo final del art. 1903 [...] pues, que duda cabe, hubo omisión del deber de vigilancia de los profesores, preceptores o tutores que tienen encomendada la obligación de vigilancia de los alumnos».

La doble regulación de la responsabilidad civil, que tantos problemas trae consigo, obliga a tener en cuenta no sólo las normas del Código Civil, sino también las leyes penales para la responsabilidad derivada del hecho delictivo. Es decir, hay que valorar la responsabilidad del titular del centro ex L. O. 5/2000, LORPM.

Lo lógico sería, tal como opina Yzquierdo Tolsada  (49) , que la LORPM, de forma coordinada con el Código Penal, se hubiera remitido a las normas del Código Civil para el resarcimiento civil de los daños derivados de los ilícitos penales de los menores, pero no fue así. Recordemos en este sentido la crítica que Yzquierdo Tolsada hace de la división de la responsabilidad civil en responsabilidad civil «pura» y «derivada del hecho delictivo», cuando lo que importa para la naturaleza del Derecho Civil, como hemos repetido tantas veces, no es la culpa ni la pena, sino el daño y su resarcimiento. Y eso porque la naturaleza del la responsabilidad civil es en un caso y otro la misma. La doble naturaleza está en el hecho ilícito, civil o penal, no en la responsabilidad civil.

La consecuencia es que en la LORPM  (50) , en este caso, se establece un régimen paralelo al Código Civil, para la responsabilidad civil derivada de los hechos de los menores tipificados como delitos en el Código Penal, dando lugar a una indeseable dualidad normativa para juzgar una única responsabilidad, la civil, independientemente de que ésta derive de un hecho ilícito civil o penal.

Según el art. 61.3 de la LORPM, la responsabilidad de los padres, tutores, acogedores y guardadores legales o de hecho es subsidiaria, de carácter objetivo y con tintes de equidad, como veremos. El primer problema que se nos plantea con relación a la responsabilidad de los titulares de los centros es su aplicabilidad, dado que la LORPM no hace referencia expresa a los sujetos del ámbito docente. Hay que determinar con cuál de los sujetos relacionados en su art. 61.3 se identifica a los titulares de los centros. La interpretación más plausible o aceptable sería encuadrarlos dentro del término de los «guardadores de hecho», tal como señala Díaz Alabart  (51) , aunque debería ser considerado en el sentido amplio del mismo, ya que en sentido estricto se refiere a menores en situación de desamparo, y los alumnos no responden a esa figura jurídica.

Por lo tanto, más bien habría que hablar, como señala Yzquierdo Tolsada  (52) , de «quien de hecho se ocupa del menor», englobándose aquí todas las situaciones heterogéneas en las que una persona, entre las que podrían estar los titulares de los centros y los profesores, se encarga de un menor durante un tiempo en el que los padres no pueden cuidarlo. Esta interpretación viene avalada por los trabajos parlamentarios para la elaboración de la LORPM, en los que queda de manifiesto que esa fue la intención del legislador y que los titulares de un centro de enseñanza y los profesores quedan incluidos bajo el término «guardadores de hecho». En todo caso, si no fuere aplicable el art. 61.3 de la LORPM a los titulares de los centros, éstos deberían responder ex art. 1903 CC, siempre que se den los presupuestos allí exigidos.

El segundo problema que se plantea es que en el art. 61.3 de la LORPM no se contempla la posibilidad de exoneración total o absoluta de la responsabilidad de los obligados a responder solidariamente, ni siquiera en teoría, como lo hacen las disposiciones civiles del art. 1903.6 del Código Civil, sino sólo su moderación: «Cuando éstos no hubieren favorecido la conducta del menor con dolo o negligencia grave, su responsabilidad podrá ser moderada por el juez según los casos». La responsabilidad se convierte para éstos en objetiva. Esa fue la intención del legislador en la tramitación parlamentaria: responsabilidad objetiva, solidaria y directa, en la opinión crítica de un grupo de la oposición, pero que fue mayoritariamente respaldada con el fin de que no hubiera duda de que de esta manera quedaba garantizado para las víctimas el resarcimiento del daño sufrido. Pero lo que quedaba entonces en entredicho con esta responsabilidad objetiva del art. 61.3 de la LORPM eran los logros alcanzados para los profesores con la Ley 1/1991. Para mitigar el carácter objetivo de esta responsabilidad solidaria e intentar hacer más equitativa una disposición que había ido tan lejos, el legislador introduce al final la citada cláusula de moderación: «su responsabilidad podrá ser moderada por el juez según los casos», con el fin de que el precepto resulte más razonable y aceptable.

Hemos de tener en cuenta, finalmente, los ámbitos de la responsabilidad penal:


	
1. Los menores de 14 años son inimputables penalmente, según lo establecido en el art. 3 de la LORPM, por lo que no se rigen por lo dispuesto en dicha ley, sino que se les aplicará lo dispuesto en las normas sobre protección de menores previstas en el Código Civil y demás disposiciones vigentes, en especial la L. O. 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. 

	
2. Los mayores de 14 años y menores de 18, a los que les es aplicable la Ley 5/2000, LORPM. 

	
3. Los mayores de edad, imputables y responsables conforme al Código Penal. 



Teniendo en cuenta esto, la responsabilidad civil del titular del centro, ex art. 61,3 de la LORPM, se exige conforme a la siguiente normativa y reglas:


	
1. Si el alumno es menor de 14 años, la responsabilidad del titular del centro se exigirá ex art. 1903. 5. CC. El menor responderá, en el caso de que tenga suficiente capacidad de discernimiento, y capacidad de entender y querer libremente (con capacidad de culpa civil por lo tanto), conforme al art. 1902 CC. 

	
2. Si el alumno es mayor de 14 años y menor de 18: 
	
a) Si el hecho no es constitutivo de delito o falta, la responsabilidad del titular del centro se exige ex art. 1903 CC, y la del alumno ex art. 1902 CC. 

	
b) Si el hecho es constitutivo de delito o falta según el Código Penal, hay dos posibilidades. Por un lado, si la víctima se reserva la acción civil, posibilidad que se contempla en el art. 61.1 de la LORPM, la responsabilidad del titular del centro se sustanciaría en vía civil (Ley de Enjuiciamiento Civil) conforme a las normas del Código Civil. Pero si la víctima no hace renuncia o reserva, la responsabilidad civil derivada del hecho delictivo se tramita dentro del proceso penal, en una pieza separada de responsabilidad civil, según lo establecido en el art. 61, apartados 1 y 2, de la LORPM. La acción la puede ejercitar el Ministerio Fiscal, o bien el perjudicado en el plazo de un mes, una vez que se le ha comunicado la apertura de la pieza separada. En este caso, si el titular del centro es considerado por el juez como guardador de hecho, lo cual es lógico dada la intención del legislador, responde subsidiariamente de forma objetiva, con la única posibilidad de que el juez modere sus responsabilidad siempre que éste «no hubiere favorecido la conducta del menor con dolo o negligencia grave», tal como dispone el art. 61.3 de la LORPM que hemos visto. En el caso hipotético de que el juez no considerara aplicable el art. 61.3 de la LORPM, el titular del centro respondería ex art. 1903 del Código Civil. 







Sobre la exoneración de responsabilidad del titular del centro, tenemos en primer lugar algunas cuestiones generales. Partiendo del planteamiento general del tema diríamos que el titular de un centro privado de enseñanza responde:


	
1. Ex art. 1902 CC, si en la generación del daño no han intervenido los alumnos, los profesores o el personal del centro. Es decir, cuando responde por actos propios. La culpa en este caso es por falta de diligencia o por defectuosa organización de las actividades educativas o escolares, siempre que exista una conexión o nexo causal con la producción del daño. 

	
2. Ex art. 1903 CC, si en la generación del daño han intervenido los alumnos, ya que el titular del centro responde por los daños y perjuicios que éstos causen. O si los que han intervenido son los profesores o el personal del centro, la responsabilidad del titular es por su culpa in vigilando o in eligendo, en cuyo caso ésta tiene un fundamento subjetivo en la culpa propia. En este supuesto cabría exigir también responsabilidad al profesorado o al personal del centro ex art. 1902 CC. 



Un principio que parece estar claro para la práctica jurisprudencial es que la conducta negligente de los docentes siempre lleva acarreada la culpa in vigilando o in eligendo del titular del centro. El titular del centro se verá exonerado de la responsabilidad si prueba, según lo establecido en el art. 1903.6 CC, que empleó toda la diligencia de un buen padre de familia para la prevención del daño. El citado artículo reza: «La responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir el daño». Esta posibilidad, harto difícil, porque la carga de la prueba recae en el titular, y por el grado de diligencia («toda») que se le exige, convierten, a nuestro juicio, la exoneración en un objetivo difícilmente alcanzable y la responsabilidad del titular en cuasi-objetiva, como ya señalé anteriormente. Esta diligencia para la exoneración exigida conforme al art. 1903 CC hay que ponerla en relación con el art. 1104 CC, en el que la diligencia exigible viene determinada por la naturaleza de la obligación, teniendo en cuenta las circunstancias de las personas, su edad, su carácter, el entorno familiar y sociocultural, el tiempo y el lugar. El artículo reza: «La culpa o negligencia del deudor consiste en la omisión de aquella diligencia que exija la naturaleza de la obligación y corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar. Cuando la obligación no exprese la diligencia que ha de prestarse en su cumplimiento, se exigirá la que correspondería a un buen padre de familia». Se entenderá, pues, que no actuó con toda la diligencia debida, y que por lo tanto su conducta fue culposa, si no previó todas estas circunstancias tal como habría hecho un buen padre de familia, es decir, una persona que se ajusta al canon de normal, juiciosa y prudente.

Las circunstancias pueden ser ordinarias o extraordinarias. Serán extraordinarias si concurre en ellas algún elemento excepcional, no habitual, como podrían ser una salida extraescolar para una excursión, una actividad de prácticas de laboratorio en la etapa de ESO o bachillerato, una huelga, obras en el centro...

Podríamos hacer una clasificación general de las circunstancias más relevantes atendiendo a los siguientes criterios:


	
1.Circunstancias objetivas. 
	
a) La práctica de actividades deportivas, de juegos inocuos, son circunstancias normales. El empleo en determinadas actividades escolares de objetos normales (un punzón de manualidades, un aparato de gimnasia) pueden convertirse en potencialmente peligrosos, especialmente cuando se trata de niños pequeños, o inexpertos, dando origen a un riesgo añadido por esa circunstancia extraordinaria, en cuyo caso se deberá extremar el cuidado y el deber de vigilancia. Sirva como ejemplo de circunstancias normales la ya citada sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Navarra, sala de lo Civil, de 4 de diciembre de 1995. La sentencia señaló que «el deber de vigilancia implica el deber efectivo de atender los juegos y prohibir los juegos peligrosos»... pero, «como ha declarado el TS, el juego del balón en circunstancias ordinarias no es una actividad ilícita ni peligrosa». En consecuencia, el titular del centro no tuvo que responder civilmente del hecho dañoso por esta circunstancia. Sin embargo, sí se condenó al titular del centro docente en el caso de la sentencia AP de Lérida, de 10 de febrero de 1997  (53) , al tratarse de una circunstancia extraordinaria porque el alumno no era experto o apto para la actividad que se le pedía. En este caso un alumno se lesionó en la clase de gimnasia al hacer un ejercicio que les había mandado la profesora. El tribunal entendió que el proceder de la profesora no era correcto, pues no había actuado diligentemente al no haber comprobado, dado el riesgo potencial del ejercicio, que el alumno reunía las condiciones físicas y la experiencia necesaria para llevarlo a cabo. 

	
b) La circunstancia de las órdenes dadas. Respecto a esta circunstancia hay que señalar que no se consideran suficientes por los jueces las simples prohibiciones del titular del centro o de los profesores, especialmente cuando se trata de alumnos pequeños, para exonerarse de la responsabilidad. Como prueba de ello podemos ver la sentencia AP de Valencia de 25 de octubre de 1990  (54) , en la que se consideró irrelevante el hecho de que el centro hubiera prohibido a los alumnos que llevaran dardos al mismo. Un alumno, haciendo caso omiso de las órdenes, los llevó y con uno de ellos se produjo el daño. Lo significativo fue que la vigilancia de los profesores no había sido la adecuada. Tal como declaró el tribunal, «es claro que la falta de vigilancia deviene patente, pues la misma no consiste en una mera presencia pasiva, sino en cuidar atentamente o velar con solicitud a una persona o cosa, y ello es evidente que no tuvo lugar». 

	
c) La presencia o ausencia del profesor. La ausencia del profesor, siempre que ésta no sea totalmente justificada, se convierte en un elemento fundamental para la determinación de la culpa, pues la presunción es que si hubiera estado presente se podría haber evitado el hecho dañoso. La exoneración en caso de ausencia podría justificarse con alguno de los siguientes argumentos: que se trate de un caso de fuerza mayor o que las medidas sustitutivas adoptadas dentro de la legalidad sean las adecuadas e idóneas en orden a la vigilancia y cuidado de los alumnos. A su vez, podría verse afectado el titular del centro si no hubiera previsto las medidas oportunas para estas circunstancias o eventos. 





	
2.Circunstancias subjetivas.
	
a) La edad de los alumnos. El grado de diligencia en la vigilancia y cuidado de los alumnos es inversamente proporcional a la edad de éstos. No cabe duda de que la diligencia debe extremarse cuando son todavía pequeños e incapaces de entender y querer. Sin embargo, hay que ir dándoles más autonomía, dentro siempre del control legalmente exigido, a medida que van siendo mayores y se van convirtiendo en adolescentes. Es ésta una forma de tratamiento acorde con los estudios de la psicología evolutiva y con las tendencias sociales y educativas imperantes en la sociedad actual. Como ejemplo ilustrativo del deber de vigilancia exigible con alumnos pequeños que aún no tienen capacidad de entender y querer, tenemos la sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 10 de octubre de 1995 (R. Ar. 7186)  (55) , en la que se enjuició el caso de la muerte de un niño de nueve años. El tribunal apreció en este caso responsabilidad del centro por no actuar con la máxima diligencia para evitar «los daños que éstos puedan sufrir incluso a consecuencia de conductas propias de la infancia, y, por lo mismo, quizá imprudentes». 

	
b) El carácter problemático y la personalidad difícil del alumno son características o circunstancias que también hay que tener en cuenta y que se valoran a la hora de enjuiciar la actuación del profesorado en su obligación de cuidado y vigilancia, que deberá ser, en estos casos, más estricta e intensa. Es claro que en caso de alumnos difíciles, con antecedentes problemáticos o cuando se dan trastornos de personalidad, por ejemplo, la vigilancia exigible deberá ser más estricta y reforzada. Un ejemplo del tipo de atención exigible en estas circunstancias lo tenemos en el caso de la sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 15 de junio de 1994 (R. Ar. 9014) en la que el tribunal argumentó que las profesoras habían incumplido con su deber de vigilancia, incurriendo en una conducta claramente culposa, dado que el alumno lesionado era un menor con carencias y deficiencias mentales. 







En relación con la diligencia exigible, debemos hacer, finalmente, reseña de tres sentencias que nos pueden servir de ejemplos generales.

La primera sirve para ejemplificar un caso de responsabilidad del titular del centro en condiciones ordinarias de vigilancia del profesorado. Recordamos a tal efecto la sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 10 de diciembre de 1996 (R. Ar. 8975) en la que una alumna de cuatro años, en el transcurso de una discusión, produjo una lesión grave en un ojo a un compañero suyo con un broche que llevaba. El tribunal entendió que los profesores encargados en ese momento de la vigilancia no la habían llevado a cabo con la diligencia exigible y debida, y condenó al titular del centro. Aunque los hechos tuvieron lugar antes de la reforma de 1991, el resultado en cuanto al fondo de la responsabilidad del centro, de su titular, que fue el demandado, es el mismo que si se hubiera aplicado ya el art. 1903 reformado por la Ley 1/1991.

La segunda sirve para ejemplificar un caso de responsabilidad del titular del centro en condiciones extraordinarias de vigilancia del profesorado. Es la sentencia AP de Valencia de 22 de febrero  (56)  que, aunque se trata de un centro público, puede servirnos de referencia para lo que estamos tratando. Una alumna se lesionó a consecuencia del mal estado de la valla que lo cercaba sólo parcialmente, por lo que la vigilancia revestía caracteres de circunstancia extraordinaria. El director y los profesores habían dado comunicado de la situación de la valla al ayuntamiento, como responsable de su estado y de su mantenimiento, pidiendo que la reparara adecuadamente, pero el ayuntamiento desoyó el requerimiento y no lo hizo. El tribunal condenó al ayuntamiento y a la Comunidad Valenciana, titular del centro, pero no al director ni a su profesorado, porque estimó que habían empleado la diligencia debida en el caso concreto. Pues aunque «los cuidados que debían desenvolver las educadoras para evitar un posible daño no quedaban limitados a la ordinaria diligencia de un buen padre de familia, ni a la lógicamente exigible en un patio de un colegio con niños de cuatro años, cerrado y sin elementos peligrosos, tampoco podía exigírseles una vigilancia tal que llegara a extremos no exigibles, como que cada niño tuviera una cuidadora, o suspender la actividad de recreo o toda actividad docente, lo que no estaba en manos de los docentes».

La tercera sirve para ejemplificar la responsabilidad del titular del centro, no por culpa propia debida a culpa in vigilando de los profesores, sino a defectos en las medidas organizativas y de seguridad: sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 14 de marzo de 2000  (57) . Se enjuiciaba el caso de una alumna que se había arrojado por la ventana de su clase, situada en la séptima planta del edificio. Las ventanas carecían de las medidas de seguridad necesarias. El tribunal apreció responsabilidad del titular del centro (privado), ya que el hecho dañoso no se habría producido si se hubieran adoptado las medidas de seguridad y tomado las precauciones necesarias, pues «las ventanas de las plantas altas del edificio en las aulas ocupadas por menores no se encontraban correctamente situadas ni protegidas, careciendo de toda medida de seguridad, al tiempo que eran fácilmente accesibles por los alumnos desde los pupitres colocados debajo».

Sobre exoneración y cese de la responsabilidad, debemos tener en cuenta una vez más el art. 1903.6 CC: «La responsabilidad de que trata este artículo cesará cuando las personas en él mencionadas prueben que emplearon toda la diligencia de un buen padre de familia para la prevención del daño». En el caso del titular del centro docente, su responsabilidad ex art. 1903.6 CC cesará:


	
1. Cuando haya acreditado la diligencia debida en la adopción de las medidas organizativas y de seguridad exigidas. 

	
2. Cuando no se le pueda imputar responsabilidad por culpa in vigilando de los profesores respecto de los hechos dañosos de los alumnos menores de edad. 

	
3. Cuando falte el nexo causal entre su posible negligencia y el hecho dañoso, pues éste se habría producido igualmente a pesar de que hubiera mediado la diligencia legalmente exigible. 

	
4. Cuando se produzca la intervención de un tercero que rompa el nexo causal. 

	
5. Cuando la culpa es exclusivamente de la víctima. 

	
6. Cuando se trata de un caso fortuito o de fuerza mayor. 



Si se trata de un caso fortuito o de fuerza mayor la cuestión tiene un interés especial, pues al tratarse de hechos imprevisibles, o que siendo previsibles (porque se sabe que antes o después van a terminar sucediendo) son inevitables, no generan responsabilidad extracontractual por culpa  (58)  en el ámbito de los centros privados, independientemente de cuál haya sido el comportamiento del titular, del profesorado o del resto del personal del centro.

Veamos, a modo de ejemplo, cómo es tratada la cuestión en la jurisprudencia, en esta sentencia de la sala 1ª del Tribunal Supremo, de 21 de noviembre de 1990. Hechos: un alumno, un niño de seis años, agredió a otro en el comedor con un tenedor provocándole lesiones y daños irreversibles en un ojo. Fundamentos de derecho y fallo: el Supremo entendió que las circunstancias de estancia de los niños en el comedor eran las normales, vigilados por los profesores, y que el comportamiento normal de los alumnos no hacía presagiar lo ocurrido. Y aunque, lógicamente, es pensable que algo así pueda suceder alguna vez, en aquel momento sucedió de una forma tan rápida e inesperada que no fue posible evitarlo. Por ello calificó el suceso de caso fortuito y exoneró de responsabilidad al centro y a su titular.

Sin embargo, otro suceso, como el que exponemos a continuación, no se calificó de caso fortuito y hubo condena: sentencia del Tribunal Supremo, sala 1ª, de 18 de octubre de 1999  (59) . Hechos: un niño de siete años que estaba de vacaciones en unas colonias de verano organizadas por un colegio dependiente de la Generalitat de Cataluña jugaba con otros compañeros a un juego peligroso en el que se utilizaban palos y sufrió un accidente que le causó la pérdida de la visión en un ojo. (Para los efectos de la calificación del hecho como fortuito no es indiferente que sea público o privado; no así para la responsabilidad, porque como hemos visto los centros públicos responden por caso fortuito.) Fundamentos de derecho y fallo: el tribunal apreció que el hecho dañoso no se debió a caso fortuito y condenó al titular del centro, la Generalitat, argumentando que «el resultado dañoso no se produjo por caso fortuito. Éste contempla una situación de imprevisibilidad (intrínseca) o inevitabilidad del resultado, y repele la existencia de culpa. En el caso objeto de pronunciamiento los niños estaban practicando un juego peligroso, y en tal situación el daño era previsible. Ha habido culpa por parte de los profesores o cuidadores que pudieron y debieron impedir el juego practicado. Y también ha habido culpa por parte de la administración autonómica tanto en la perspectiva del art. 1903, culpa in vigilando o in eligendo, como del art. 1902, culpa in omitendo».

3.3.3.  La responsabilidad del profesorado del centro privado

Desde la Ley 1/199 1 de Reforma del Código Civil y del Código Penal el profesorado ya no responde frente a la víctima ex art. 1903 CC porque, como hemos visto en los fundamentos jurídicos, con la reforma se ha producido un cambio en el centro de imputación, que ha pasado del docente al titular del centro. Eso no significa que el profesorado ya no sea responsable:


	
1. Lo es conforme al art. 1902 CC  (60)  si el daño se deriva de un acto propio, con dolo o negligencia, que no tenga que ver con su culpa in vigilando por los hechos dañosos cometidos por los alumnos. 

	
2. Lo es en vía de regreso, frente al titular del centro por culpa in vigilando, tal como establece el art. 1904 CC, que vamos a analizar a continuación, si su conducta ha sido dolosa o gravemente negligente en relación con los daños causados por los alumnos que se encuentran bajo su control. 







OEBPS/images/im0000510708.jpg
u Wolters Kluwer

Espana

Jestis Cano Grafieras

Docencia y
Responsabilidad
Juridica:

civil, penal y
administrativa

Educacién

GENERAL








OEBPS/content/NcxToHtml.html
		Páginas de crédito

		Dedicatoria

		Nota

		Prólogo

		I. Introducción		1. La responsabilidad jurídica

		2. Tipos de responsabilidad jurídica





		II. Responsabilidad civil		1. Naturaleza

		2. Fundamentos jurídicos

		3. La responsabilidad civil en los centros de enseñanza no superior

		4. Procedimentos en el caso de responsabilidad patrimonial de la Administración





		III. Respnsabilidad penal		1. Naturaleza

		2. Fundamentos jurídicos. El Código Penal

		3. La responsabilidad penal de los menores

		4. Jurisprudencia sobre responsabilidad penal. Casos típicos





		IV. Responsabilidad administrativa		1. Naturaleza

		2. Fundamentos jurídicos

		3. Los alumnos y sus representantes legales

		4. Procedimientos sancionadores disciplinarios y jurisprudencia administrativa

		5. Procedimiento sancionador de los alumnos

		6. El problema del absentismo escolar





		V. Fuentes y bibliografía









